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XI. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Comunicaciones:

-De los Diputados señores Cornejo, don Patricio, Salas y Lorenzini, quienes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicitan autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 10 y 11 de enero y 1 de febrero del año en curso, para dirigirse a Perú y a Alemania, respectivamente. 

2. Oficios:

Contraloría General de la República

-De los Diputados señores Juan Bustos, Urrutia, Jaramillo, Ortiz, Jarpa, Reyes, García-Huidobro y Fossa, investigación relativa a proceso de calificación de funcionarios Superintendencia de Electricidad y Combustibles, período 1996-1997.

Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción

-Del Diputado señor Navarro, control de cuotas a empresas conserveras y denuncias recibidas por el Servicio Nacional de Pesca durante 1998. 

Ministerio de Agricultura

-Del Diputado señor Joaquín Palma, evaluación Prodecop de la Cuarta Región en cumplimiento de metas. 

-Del Diputado señor José García, consultor agrícola de la sociedad de Servicios Rehue Ltda., y sus actividades en la Novena Región.

-De los Diputados señores René García, Vega, Delmastro, Villouta, Joaquín Palma y Diputada señora Eliana Caraball, declaración de emergencia agrícola a sectores de las provincias de Cautín y Malleco.

-Del Diputado señor Riveros, medios y recursos de Conaf para enfrentar incendios forestales. 

Ministerio de Planificación y Cooperación

-Del Diputado señor Huenchumilla, existencia de proyecto de reposición o reconstrucción de la Escuela Municipal de Labranza, comuna de Temuco.

Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-De la Corporación, legislación que otorgue control del Estado sobre las empresas generadoras de electricidad.

Consejo de Defensa del Estado

-Del Diputado señor Víctor Pérez, antecedentes relacionados con el sector denominado Dunas de Reñaca.

Servicio Electoral

-Cronograma de Elección Presidencial 1999.

Municipalidad de Temuco

-Del Diputado señor Huenchumilla, nómina de organizaciones comunitarias. 

I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (106)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Allende Bussi, Isabel PS RM 29

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Bustos Huerta, Manuel PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García Ruminot, José RN IX 50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

Girardi Lavín, Guido PPD RM 18

González Román, Rosa IND I 1

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hales Dib, Patricio PPD RM 19

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24

Krauss Rusque, Enrique PDC RM 22

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Lorenzini Basso, Pablo PDC VII 38

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9

Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Flores, Osvaldo RN VII 39

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Pareto González, Luis PDC RM 20

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Recondo Lavanderos, Carlos UDI X 56

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soria Macchiavello, Jorge PPD I 2

Soto González, Laura PPD V 14

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los Diputados señores Patricio Cornejo, Andrés Palma y Edmundo Salas.

-Asistieron, además, los Ministros de Justicia, señora Soledad Alvear; de Agricultura, señor Carlos Mladinic, y de Transportes y Telecomunicaciones (S), señora Juanita Gana, y el Senador señor Sergio Páez.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.13 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 25ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 26ª queda a disposición de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

El señor IBÁÑEZ.- Pido la palabra.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor IBÁÑEZ.- En la sesión anterior se dio cuenta del tratado que crea el Tribunal Penal Internacional.

Luego se envió su texto a conocimiento de la Corte Suprema, lo que me parece muy bien, porque implica modificaciones sustanciales a la Ley Orgánica de Tribunales.

Pero creo también que el proyecto que contiene el tratado debe ser conocido por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, porque contiene disposiciones que vulneran gravísimamente nuestra Carta Fundamental.

Es menester, entonces, conocer el parecer de esa comisión para que nos informe acerca de la viabilidad constitucional del proyecto, razón por la cual le solicito que recabe la autorización de la Sala para que sea remitido a ella.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de Sala para proceder en los términos señalados por el Diputado señor Ibáñez.

No hay acuerdo

Tiene la palabra el Diputado señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, comparto la propuesta del Diputado señor Ibáñez, en cuanto a que el proyecto debe ir a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pero no por la razón que él ha dado.

Creo que es perfectamente constitucional y oportuno, pero su contenido amerita que, junto con estudiarse en la Comisión de Relaciones Exteriores, pueda analizarse en la de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ojeda.

El señor OJEDA.- En virtud de un proyecto de acuerdo, la Sala le encomendó a la Comisión de Derechos Humanos el análisis de situaciones de maltrato de los conscriptos. 

La Comisión terminó su estudio y evacuó el informe, el que fue remitido a la Sala hace varios meses atrás.

Propongo que la Sala lo considere durante el mes de enero.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ambas proposiciones se analizarán en la reunión de Comités, que se llevará a cabo en algunos minutos.

PERMISOS CONSTITUCIONALES.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a los permisos constitucionales solicitados por los señores Cornejo, don Patricio, Salas y Lorenzini para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 10 y 11 de enero y 1 de febrero del año en curso, para dirigirse a Perú y Alemania, respectivamente.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités Parlamentarios.

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del señor Martínez, don Gutenberg, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:

1. Fijar la semana distrital correspondiente al presente mes desde el 25 al 30 de enero.

No obstante lo anterior, en caso de ser necesario, el Presidente de la Cámara de Diputados podrá citar a sesión, conforme a sus facultades reglamentarias;

2. Suspender las sesiones de Sala y de Comisiones durante el mes de febrero;

3. Destinar el Orden del Día de la sesión de mañana miércoles 13 de enero, prorrogándolo en una hora, a considerar las siguientes materias:

a) Continuar, hasta por 45 minutos, la discusión del informe de la Comisión Especial encargada de investigar la medida de expulsión y posterior muerte del empresario estadounidense señor Harold Lieberman, y

b) Debatir, hasta por una hora y media, el informe de la Comisión Especial Investigadora de la administración que hace la Empresa Metropolitana de Residuos Sólidos, Emeres, del vertedero ubicado en el fundo Lepanto, en la comuna de San Bernardo, y otras materias afines.

El diputado informante dispondrá de 20 minutos y el resto del tiempo se distribuirá, proporcionalmente, entre los Comités Parlamentarios;

4. Despachar el próximo martes 19 del presente las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto de ley sobre adopción;

5. Considerar en el Orden del Día de la sesión del miércoles 20 de enero, prorrogándolo en una hora, los siguientes informes:

a) De la Comisión Especial Investigadora sobre los créditos otorgados para retornados bajo el amparo del convenio de cooperación financiera con Alemania, y

b) De la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, relativo al plan de prevención y descontaminación atmosférica de la Región Metropolitana.

Para los efectos de la discusión de estos informes, los diputados informantes dispondrán de 20 minutos, respectivamente, y el resto del tiempo, en cada caso, se distribuirá proporcionalmente entre los diversos Comités Parlamentarios.

ACUERDO SOBRE VOTACIONES DE PROYECTOS.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para que las votaciones de los proyectos que se traten en el día de hoy se realicen a las 13 horas.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

VI. FÁCIL DESPACHO

ACUERDO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y QUEBEC. Primer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto que aprueba el acuerdo en materia de seguridad social entre Chile y Quebec.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Carlos Abel Jarpa.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2261-10, sesión 14ª, en 10 de noviembre de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 30ª, en 5 de enero de 1999. Documentos de la Cuenta Nº 15.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor JARPA.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar a la Sala sobre el proyecto de acuerdo relativo al tratado bilateral denominado "Acuerdo en materia de seguridad social entre Chile y Quebec", suscrito el 21 de febrero de 1997.

Debo hacer notar que este proyecto beneficiaría a unos 15 mil chilenos, según informaciones proporcionadas por la Embajada de Chile en Canadá.

De acuerdo con antecedentes entregados por la Superintendencia de Seguridad Social, en el convenio firmado entre Chile y Canadá quedó claro que varios aspectos de la seguridad social canadiense recaen en la jurisdicción constitucional de las provincias, entre ellos, los programas relativos a los accidentes del trabajo, enfermedades profesionales y atención de salud.

Debo resaltar que el plan de pensiones de Quebec sustituye en esa provincia al plan de pensiones nacional. Por esta razón, cuando Chile suscribió el convenio con Canadá se estableció que él comprendía sólo al sector federal, porque también existe una "cláusula provincial" que permite a Chile celebrar acuerdos con la provincia de Quebec.

En el artículo XXVI del Convenio se establece que podrán celebrarse acuerdos entre Chile y una provincia de Canadá sobre cualquier materia relativa a seguridad social siempre que tales instrumentos no sean incompatibles con las disposiciones del convenio.

Quiero hacer notar que el Convenio se logró después de una larga y prolongada negociación entre las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Gobierno de Canadá.

La Sala ha conocido muchos acuerdos internacionales de este tipo, pero el objetivo de este tratado es proteger a los trabajadores en materia de seguridad social, en especial en cuanto a la igualdad de trato, en el reconocimiento de las cotizaciones, en la exportación de los beneficios y en la cooperación administrativa entre las instituciones de previsión social de los Estados contratantes.

Todo ello ha sido codificado por la Organización Internacional del Trabajo en el Convenio Nº 157, denominado "Convenio sobre Establecimiento de un Sistema Internacional para la Conservación de los Derechos en materia de Seguridad Social", también recogidos en el convenio suscrito con Canadá, promulgado por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 311, de 1998, publicado el 29 de abril del mismo año, cuyos antecedentes están en poder de los señores diputados.

Respecto de la materia que nos ocupa, la Comisión de Relaciones Exteriores escuchó al subsecretario de Previsión Social, señor Patricio Tombolini; al jefe de gabinete de la Subsecretaría, señor Lautaro Pérez; a la abogada de la Superintendencia de Seguridad Social, señora Georgina Vega, y a la ingeniero comercial de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, señora Claudia Farías.

El señor subsecretario fue muy claro en señalar que el Gobierno y esa Subsecretaría estaban interesados en entregar a los chilenos y extranjeros la posibilidad de coordinar las acciones entre los diferentes sistemas de seguridad social, especialmente con Quebec, donde hay alrededor de 15 mil de chilenos que se beneficiarían con este acuerdo.

El jefe de gabinete hizo ver que en el caso de Canadá, el sistema federal se basa en un sistema de residencia, y el de Quebec, en uno de cotizaciones. Por ello, es importante asegurar a los chilenos de Quebec la posibilidad de aportar sus cotizaciones.

La señora abogada de la Superintendencia de Seguridad Social observó que la única provincia de Canadá que se ha acogido a este proyecto es Quebec y, por eso, es el único convenio que se ha celebrado. También señaló que los trabajadores chilenos de Quebec que pudieran estar fuera de su residencia más adelante tendrían derecho a este beneficio una vez aclarada su situación.

Por lo tanto, debido a estas dos razones tan importantes y porque, además, beneficia a más de 15 mil personas, la Comisión, por unanimidad, recomienda su aprobación. Para tal efecto, propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, que es del siguiente tenor: "Apruébase el "Acuerdo en materia de Seguridad Social entre Chile y Quebec", suscrito en Montreal, el 21 de febrero de 1997".

Debo hacer presente que por contener disposiciones que inciden en los derechos de los trabajadores, el proyecto es de quórum calificado, de acuerdo con el inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.

He dicho.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- En discusión.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En conformidad con lo acordado por la Sala, el proyecto se votará a las 13 horas.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el proyecto que aprueba el acuerdo en materia de seguridad social entre Chile y Quebec, que figura en la Tabla de Fácil Despacho.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jarpa, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Se abstuvo el Diputado señor Moreira.

 

VII. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, EN MATERIA DE REEMBOLSO DE DIFERENCIAS EN TARIFAS TELEFÓNICAS. Primer trámite constitucional.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Corresponde conocer el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 30 J de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones.

Diputado informante de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones es el señor Salas.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2270-15, sesión 23ª, en 1 de diciembre de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Obras Públicas. Documentos de la Cuenta Nº 5, de esta sesión.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Venegas, quien reemplazará al señor Salas en el informe.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, por situaciones puntuales mi colega señor Salas no pudo llegar oportunamente, razón por la cual me haré cargo de informar a la Sala el proyecto que modifica el artículo 30 J de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones.

El proyecto se inició en un mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de "suma" en todos sus trámites.

Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Claudio Hohmann Barrientos; de la Subsecretaria de Telecomunicaciones, señora Juanita Gana Quiroz, y del jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Mauricio Salinas Chaud.

Invitados por la Comisión asistieron el asesor jurídico de Entel-Chile S.A., señor Cristián Maturana Miquel; el asesor de planificación de Entel-Chile S.A., señor Juvenal Canobra; el vicepresidente de planificación estratégica de CTC, señor Raimundo Beca Infante; el vicepresidente de asuntos jurídicos de CTC, señor José Mella Segovia, y el gerente de CTC Mundo, señor Alejandro Saint Jean Schiersand.

Antecedentes generales:

El Título V de la ley Nº l8.168, general de Telecomunicaciones, denominado "De las tarifas", que comprende los artículos 29 al 30 K, se preocupa de establecer detalladamente las bases y los procedimientos para fijar los precios de los servicios públicos telefónicos, tanto locales como de larga distancia nacional e internacional, y de los servicios de conmutación o transmisión de señales provistas como servicio intermedio, o bien, como circuitos privados.

El artículo 30 dispone que la estructura, el nivel y el mecanismo de indexación de las tarifas de los servicios sujetos a fijación tarifaria serán fijados por los ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción cada cinco años, sobre las bases que ese artículo señala.

Más adelante, el artículo 30 J establece el procedimiento para fijar las tarifas. Ese procedimiento se inicia con una proposición de tarifas fomulada por la empresa concesionaria respectiva a los mencionados ministerios, antes de los 180 días previos al vencimiento del quinquenio respectivo.

A esa presentación debe acompañarse copia de un estudio especial -elaborado por la empresa directamente o encargado por ésta a una entidad consultora especializada- en el que se hayan calculado los costos incrementales de desarrollo, los costos totales de largo plazo y los costos marginales de largo plazo, cuando correspondan; la estructura y el nivel de las tarifas y las fórmulas de indexación de las mismas (artículo 30 I).

La fijación de tarifas se hace mediante decreto supremo conjunto de los ministerios mencionados, el que debe ser publicado en el Diario Oficial. Las nuevas tarifas comienzan a regir desde la fecha de publicación de ese decreto supremo en el Diario Oficial o desde la fecha que en él se indique.

No obstante esa regulación, puede ocurrir que las nuevas tarifas no sean fijadas dentro del plazo que establece el artículo 30 J de la ley general de Telecomunicaciones, sino más tarde, es decir, una vez transcurrido el quinquenio durante el cual rigieron las tarifas anteriormente fijadas.

Ese atraso en la fijación de las tarifas puede deberse a variados casos. De acuerdo con cada situación, la ley le asigna diferentes efectos:

-Si el atraso en la fijación se debe a que la empresa concesionaria no presentó el estudio especial a que alude el artículo 30 I, la ley se encarga de resolver la situación. Dice que "en el caso que el concesionario no presente los estudios a que alude el artículo 30 I en el plazo establecido, las tarifas serán fijadas en el mismo nivel que tengan a la fecha de vencimiento". En este caso, durante el período que medie entre la fecha del vencimiento y la de publicación de las nuevas tarifas, las anteriores no serán indexadas por el lapso equivalente al atraso. Es decir, el congelamiento de las tarifas opera como una suerte de sanción para la empresa concesionaria poco diligente.

-Si el atraso en la fijación de las tarifas se debe a cualquiera otra causa, la solución legal es distinta: mantienen su vigencia las tarifas anteriores, incluidas sus cláusulas de indexación, aunque haya vencido su período de vigencia. En la práctica, deben seguir aplicándose las tarifas vigentes al vencimiento del quinquenio, incluidos sus respectivos mecanismos de reajustabilidad.

En todo caso, ambas rigen hasta que se publiquen las nuevas tarifas o éstas comiencen a aplicarse, ocurrido lo cual no importará si durante el tiempo intermedio los usuarios pagaron de más o de menos.

En resumen, en palabras del mensaje presidencial, puede decirse que el régimen vigente "establece una prórroga automática de las tarifas existentes, para la eventualidad de que no se publique oportunamente el decreto que fija las nuevas tarifas. Dichas tarifas prorrogadas tienen el carácter de definitivas, por cuanto no existe la obligación de reembolsar las diferencias que se generen en su aplicación en relación con las nuevas tarifas".

El aspecto negativo de esta situación es que las normas vigentes "no dan suficiente cuenta de los perjuicios que se pueden provocar a los usuarios o a las empresas cuando, por razones ajenas al proceso de fijación tarifaria u otras anomalías, no es posible fijar a tiempo nuevas tarifas y continúan rigiendo otras que no consideran la nueva realidad de costos en el sector". En definitiva, el hecho de seguir aplicando tarifas más allá del plazo para el cual fueron fijadas puede ocasionar perjuicios tanto a las empresas concesionarias como a los usuarios.

Fundamentos del proyecto:

En el mensaje se indica que en la actualidad no existe una normativa que permita prevenir y compensar integralmente el daño patrimonial que pudiere producirse tanto para los usuarios como para las empresas concesionarias, en caso de que las nuevas tarifas no entren en vigor oportunamente.

Se plantea que el artículo 30 de la ley general de Telecomunicaciones establece que la estructura, el nivel y los mecanismos de indexación de las tarifas de los servicios afectos deben ser fijados por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción, cada cinco años.

Por su parte, el artículo 30 J de la ley, en su inciso final, estatuye que, mientras no se haya publicado el decreto conjunto que fije las tarifas, mantendrán su vigencia las tarifas anteriores, incluidas las cláusulas de indexación, aunque haya vencido su período de vigencia. No obstante, en caso de que la empresa concesionaria no presente los estudios tarifarios antes de los 180 días previos al vencimiento del quinquenio respectivo, las tarifas deben ser fijadas en el mismo nivel que tuvieron a la fecha del vencimiento y que, durante el período que medie entre esta fecha y la de publicación de las nuevas tarifas, aquéllas no serán indexadas por el lapso equivalente al atraso (artículos 30 J y 30 I).

Por lo tanto, se puede apreciar que las normas citadas no dan cuenta de los perjuicios que se puedan provocar a los usuarios o a las empresas, cuando por razones ajenas al proceso de fijación tarifaria u otras anomalías, no sea posible fijar a tiempo nuevas tarifas y continúen rigiendo otras que no consideran la nueva realidad de costos en el sector.

Se señala que, entonces, resulta evidente que la ley debe ser perfeccionada, a fin de establecer mecanismos que permitan que los usuarios tengan derecho al reembolso de los pagos efectuados en exceso, o las empresas, a cobrar lo percibido de menos, durante el período que medie entre el día de terminación del quinquenio tarifario respectivo y la fecha de publicación de las nuevas tarifas, o de aplicación efectiva de las mismas, según sea el caso.

En mérito de lo anterior, se indica que el proyecto establece el procedimiento aplicable para efectuar dichos reembolsos, de forma que los usuarios y empresas no experimenten perjuicios por el retraso en la fijación de las nuevas tarifas. De igual modo, se reafirman las facultades necesarias para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones fiscalice el cumplimiento de las normas citadas.

Se plantea que, con las modificaciones que se proponen, se desea cambiar el régimen vigente, el cual dispone la prórroga automática de las tarifas existentes, para la eventualidad de que no se publique oportunamente el decreto que fija las nuevas tarifas. Dichas tarifas prorrogadas tienen el carácter de definitivas, por cuanto no existe la obligación de reembolsar las diferencias que se generen en su aplicación en relación con las nuevas tarifas. En otras palabras, actualmente no está prevista la devolución o el cobro de las diferencias originadas en ese período respecto de las tarifas que en definitiva se fijen.

Se propone que las tarifas prorrogadas tengan el carácter de provisionales, pues las nuevas operarán desde el vencimiento de las anteriores, no obstante que su entrada en vigencia sea posterior, y se sugiere que, en caso de ser necesario y como lógica consecuencia, se habrán de reembolsar las diferencias que se generen en el tiempo intermedio.

Finalmente, se indica que el proyecto propuesto tiene por finalidad aplicar al sector de telecomunicaciones un régimen de equidad similar al que se introdujo en el sector eléctrico, mediante la ley Nº 19.489, y en el sector sanitario, mediante la ley Nº 19.549.

Minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.

De acuerdo con esto último, la idea matriz o fundamental del proyecto es resolver la situación que se produciría en la eventualidad de la no entrada en vigencia, dentro del plazo establecido en la ley, de la nueva estructura, nivel y mecanismo de indexación de las tarifas determinadas para las empresas concesionarias, de conformidad con el procedimiento establecido en el Título V de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones.

La aplicación de las tarifas por servicios de telecomunicaciones más allá del plazo fijado para su vigencia no representa la realidad de costos en ese sector, por lo que los perjuicios o los beneficios indebidos sufridos o percibidos por las empresas o por los usuarios deben ser anulados.

Con tal motivo, el mensaje tiene dos objetivos claramente expresados en su texto, a saber:

1. Establecer el procedimiento aplicable para resolver la situación descrita. El Ejecutivo ha optado por un sistema de reembolsos, de manera que los usuarios y las empresas no experimenten perjuicios por los retrasos en la fijación de las nuevas tarifas. Actualmente, no está prevista la devolución o el cobro de las diferencias ocasionadas en el período comprendido entre el día de término del quinquenio tarifario respectivo y la entrada en vigencia de las nuevas tarifas, lo cual causa beneficios y pérdidas indebidos.

2. Reafirmar las facultades necesarias para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones fiscalice el cumplimiento de las obligaciones de reembolsar que se originen.

Artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.

La Comisión estimó que el proyecto no contiene normas de esta índole.

Artículos del proyecto que, en conformidad con el artículo 220 del Reglamento, deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

No los hay.

Indicaciones.

No se presentaron indicaciones.

Discusión y votación en general del proyecto.

Las autoridades y demás invitados a la Comisión expusieron sus planteamientos acerca de esta iniciativa de ley, los que están contenidos en el informe.

Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por siete votos a favor y dos abstenciones.

Discusión y votación en particular del proyecto.

El proyecto en informe consta de un artículo único que modifica el artículo 30 J de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones, con el objeto de resolver la situación que se produciría en la eventualidad de la no entrada en vigencia, en el plazo legal, de las nuevas tarifas determinadas para las empresas concesionarias.

Nº 1

Mediante el número 1, se suprime la siguiente oración, ubicada al final del último inciso del texto vigente, que dispone:

"No obstante, en el caso que el concesionario no presente los estudios a que alude el artículo 30 I en el plazo establecido, las tarifas serán fijadas en el mismo nivel que tengan a la fecha de vencimiento y durante el período que medie entre esta fecha y la publicación de las nuevas tarifas, aquéllas no serán indexadas por el lapso equivalente al atraso".

Como se verá más adelante, una oración idéntica se propone incorporar mediante el Nº 2, como inciso final del artículo 30 J. Responde a la voluntad del Ejecutivo mantener esta norma, ya que establece una suerte de sanción a la empresa concesionaria por cuya falta de diligencia se produjere el atraso en la fijación de tarifas para el quinquenio siguiente.

Por el número 2 se agregan, a continuación del actual inciso final, los siguientes incisos nuevos:

"Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las empresas concesionarias deberán abonar o cargar a la cuenta o factura respectiva las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las tarifas que en definitiva se establezcan, por todo el período transcurrido entre el día de terminación del quinquenio a que se refiere el artículo 30 y la fecha de publicación de las nuevas tarifas, o de aplicación efectiva de las mismas, según sea el caso".

El "inciso anterior" al que se hace mención en este precepto es el actual inciso final -que pasaría a ser cuarto- del artículo 30 J, primera parte, que señala que "Mientras no sea publicado el decreto conjunto que fija las tarifas, mantendrán su vigencia las tarifas anteriores, incluidas sus cláusulas de indexación, aunque haya vencido su período de vigencia".

La norma que se deja vigente permite que no quede un tiempo intermedio sin la existencia de tarifas que regulen los servicios de telecomunicaciones. El inciso añadido incorpora los criterios de equidad, efectuando una especie de compensación entre las empresas concesionarias y los usuarios. Dicha compensación se efectuará mediante el cargo o el abono que corresponda en la boleta o factura del servicio.

"Las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustadas de acuerdo con el interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días, vigente a la fecha de publicación de las nuevas tarifas, por todo el período a que se refiere el inciso anterior. Estas devoluciones deberán abonarse o cargarse en las facturas emitidas con posterioridad a la publicación de las tarifas, en el plazo, forma y condiciones que al respecto determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones".

Esta disposición opta por el principio del realismo monetario, al permitir la reajustabilidad de los reembolsos que se deban. Especifica que las cuentas o facturas en las que se procederá al cobro o a la devolución serán aquellas que se emitan con posterioridad a la publicación de las tarifas. El plazo, la forma y las condiciones para efectuar esos cargos y abonos serán determinados mediante decreto por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

Aquí es importante considerar que el plazo que sigue al quinquenio que termina, durante el cual se sigan aplicando las tarifas determinadas para él, puede ser tanto breve como extenso. Llevando las situaciones hasta el extremo, puede ocurrir que las nuevas tarifas tarden más de un año en entrar en vigencia. ¿Cuál es el criterio que utilizará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para establecer el plazo, la forma y las condiciones para efectuar los reembolsos por parte de las compañías de telecomunicaciones? Y más importante aún, ¿cuáles serán el plazo, la forma y las condiciones que ese Ministerio determinará para que las compañías carguen a los usuarios las diferencias por las tarifas cobradas de menos, en la eventualidad de que las nuevas tarifas sean más altas que las vigentes?

"En todo caso, se entenderá que las nuevas tarifas entrarán en vigencia a contar del vencimiento del quinquenio de las tarifas anteriores".

Esta disposición es de gran importancia, porque establece la retroactividad de las nuevas tarifas. Es decir, una vez publicadas o fijadas, se entenderá que debieron aplicarse desde el primer día del quinquenio para el cual se fijaron. Sólo de esta manera las empresas concesionarias pueden proceder a efectuar cargos o abonos en las cuentas o facturas de sus clientes.

Vale la pena hacer presente que no se estableció una norma expresa similar en las leyes Nºs 19.489 y 19.549, ya señaladas.

"La Subsecretaría de Telecomunicaciones fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. Su infracción será sancionada con multa no inferior a 1.000 ni superior a 10.000 U.T.M.".

Este inciso no es más que una reiteración y una reafirmación de la potestad de la Subsecretaría de Telecomunicaciones para controlar la aplicación de la ley general de Telecomunicaciones y de sus reglamentos, reconocida en el artículo 6º de la misma. En virtud de ese artículo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones podría fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en éste, que se modifica, aun cuando no se incorporara este inciso octavo, en su primera parte.

La segunda parte establece una multa como sanción por la infracción de lo dispuesto en el artículo 30 J. Si lo que verdaderamente se desea es que las multas sean altas, es correcto que se hayan establecido de manera especial para el artículo 30 J. De no haberse optado por esta solución, el monto de las multas quedaría sujeto a las disposiciones del título VII de la ley Nº 18.168, denominado "De las infracciones y sanciones", que comprende los artículos 36 al 39 bis. El artículo 36, inciso primero, número 2, expresa que las multas pueden fluctuar entre 5 y 1.000 unidades tributarias mensuales.

Queda la siguiente duda: si la voluntad del Ejecutivo es que la infracción de cualquier parte del artículo 30 J quede sujeta a las multas que propone o si éstas deberían aplicarse solamente a las materias que se introducen mediante el proyecto de ley, es decir, principalmente al incumplimiento de las empresas concesionarias de servicios de telecomunicaciones de la obligación de efectuar los reembolsos a los que quedarían sujetas.

Al respecto, en los mismos términos amplios que el propuesto, se estableció, en los nuevos incisos incorporados en el artículo 115 de la ley general de Servicio Eléctricos, la sanción de la infracción de lo dispuesto en todo ese artículo.

Sin embargo, en el nuevo artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, se lee que "La infracción de lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto de este artículo, cuando se trate del no abono a los usuarios de las cantidades que les corresponden, será sancionada con...". En este caso, se hizo expresa mención de que la infracción quedaría sujeta a un régimen especial de sanción.

"En el caso en que el concesionario no presente los estudios a que alude el artículo 30 I en el plazo establecido, las tarifas serán fijadas en el mismo nivel que tuvieren a la fecha de vencimiento y, durante el período que medie entre esta fecha y la de publicación de las nuevas tarifas, aquéllas no serán indexadas por el lapso equivalente al atraso".

Actualmente, esta disposición forma parte del inciso final del artículo 30 J, del cual se elimina. Su sentido y alcance fueron explicados.

Puesto en votación el artículo único, fue aprobado por siete votos a favor y dos abstenciones.

Texto del proyecto de ley aprobado.

En mérito de las consideraciones anteriores, la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recomienda la aprobación de este proyecto de ley en los términos señalados en el informe, incluida su denominación, la que fue modificada.

La iniciativa fue debatida y aprobada en sesiones de fecha 22 de diciembre de l998 y 5 de enero de l999, con asistencia de los honorables Diputados señores Letelier, don Felipe (Presidente); Alvarado, don Claudio; Caraball, doña Eliana; Ceroni, don Guillermo; García, don René Manuel; Hernández, don Miguel; Ortiz, don José Miguel; Pareto, don Luis; Salas, don Edmundo; Van Rysselberghe, don Enrique; Venegas, don Samuel, y Vilches, don Carlos.

Es todo cuanto puedo informar a esta honorable Sala.

He dicho.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Enrique Krauss.

El señor KRAUSS.- Antes que todo, deseo plantear una cuestión de Reglamento.

Los acuerdos de los Comités suponen que las votaciones de estos proyectos serán en general y en particular, si es que hay indicaciones.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- La votación del proyecto será en general y en particular.

El señor KRAUSS.- Muchas gracias.

Señor Presidente, en relación con este proyecto, deseo formular una consideración de carácter general.

En este caso, se modifica la ley general de Telecomunicaciones, cuya estructura básica se dictó en 1982 y que ha tenido algunas modificaciones bastante sustanciales, como las relativas al sistema multiportador. En términos generales, es menester revisar esta ley para adecuarla a los requerimientos de lo que probablemente será el gran desafío del tercer milenio: el sistema de telecomunicaciones, tarea pendiente, que debiera involucrarnos a todos.

En lo que respecta a este proyecto, apunta a resolver una preocupación muy justificada del Ejecutivo, ya que se vivió la experiencia de la incertidumbre del mecanismo tarifario en relación con las empresas eléctricas, con dificultades que hoy todavía se mantienen, desde el punto de vista de la aplicación retroactiva que debió hacerse de las tarifas establecidas, luego de pronunciamientos judiciales. Ésa es una cuestión que es menester resolver.

Sin embargo, pareciera que en este caso se está atendiendo más a los efectos que a las causas, porque efectivamente se producen situaciones de falta de pronunciamiento tarifario, pero ellas derivan esencialmente de que el principal factor de retraso en la tramitación de los decretos tarifarios en el sector telefónico -que conozco por experiencia profesional- lo constituye el vacío legal que existe respecto de los plazos de establecimiento de las bases técnico-económicas que les corresponde determinar a los agentes del Estado, específicamente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

Las dificultades, que implican incertidumbre en materia tarifaria, no sólo afectan a las compañías, a los usuarios, a los servicios de telecomunicación vinculados con las compañías, sino que, incluso, al valor internacional de las respectivas empresas, ya que, por el dinamismo del sector, varias se cotizan en los mercados internacionales. En consecuencia, es imprescindible establecer un plazo con el objeto de que el mecanismo tarifario opere oportunamente y la Subsecretaría entregue las bases técnico-económicas en virtud de las cuales las compañías deberán hacer su presentación dentro de los plazos que también es necesario considerar. Si se fija ese mecanismo, el decreto tarifario podrá dictarse con anticipación a su puesta en marcha, no a la chilena, no presionado por las fechas inmediatas en que entrará en vigor, y quienes se sientan afectados, compañías, usuarios, etcétera, podrán recurrir a los mecanismos de reclamo administrativo ante la Contraloría General de la República, la cual, además, tiene el control de la legalidad de los actos administrativos pertinentes y, eventualmente, también puede recurrir ante los tribunales de justicia.

Si existe este plazo, incuestionablemente estas situaciones de incertidumbre desaparecerán, sin perjuicio de no ser aplicables a aquellas compañías renuentes a cumplir con su obligación. Pero, en rigor, el mecanismo tarifario debe situarse responsablemente tanto respecto del Estado como de las compañías interesadas en obtener el pronunciamiento del mismo.

Por otra parte, se suscitan dudas, incluso de carácter constitucional, sobre la aplicación inmediata del nuevo texto legal, en circunstancias de que ya hay procesos de fijación de tarifas en marcha, y tarifas reguladas de acuerdo con la ley anterior.

El artículo 22 de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes establece que se entienden incorporadas en los contratos las leyes vigentes al momento de su otorgamiento. Y todos los contratos suscritos por los usuarios y por los servicios de telecomunicaciones están regulados por la ley que ahora se modifica. Por consiguiente, es menester establecer la fecha en que entrará en vigencia esta norma, la cual debería ser complementada con la fijación del plazo de puesta en marcha del mecanismo que se sugiere, que debería comprometer a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

Es todo cuanto quería manifestar.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, doña Juanita Gana.

La señora GANA, doña Juanita (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones subrogante).- Señor Presidente, básicamente quiero subrayar algunos puntos principales del proyecto que el Ejecutivo ha sometido a la consideración del Parlamento.

El proyecto tiende, en lo fundamental, a llenar un vacío que existe en el actual marco legal de telecomunicaciones. Mientras en otros sectores de servicios públicos -como el de las sanitarias y el eléctrico, cuyas tarifas las aplica la autoridad reguladora respectiva- existe un mecanismo de retroactividad de tarifas que protege adecuadamente a los usuarios o consumidores, en el marco legal vigente el sector de las telecomunicaciones carece de él, lo que deja a los usuarios sujetos a eventuales daños patrimoniales derivados de que, en general, las tarifas de estos sectores, particularmente en telecomunicaciones, tienden a ir a la baja como resultado de las innovaciones derivadas del mejoramiento tecnológico que experimentan las empresas y de las ganancias en eficiencia que se espera vayan ocurriendo en el tiempo.

De modo tal que el escenario más probable es que, expirado un decreto tarifario particular, las nuevas tarifas sean inferiores. Por eso el proyecto tiene como finalidad proteger a los usuarios mediante una disposición que solucione el vacío que pudiera producirse entre el momento en que expira el decreto tarifario vigente y entra en aplicación el nuevo.

Por lo general, la experiencia en telecomunicaciones y en otros sectores de servicios públicos, en los cuales se fijan las tarifas, es que, una vez dictados los decretos por la autoridad reguladora, éstos deben pasar a la Contraloría General de la República. Ese proceso toma tiempo debido a las impugnaciones de las empresas, en la medida en que afectan sus intereses al fijarse nuevas tarifas, en oposición a los beneficios que potencialmente podrían estar recibiendo los usuarios. A veces, los decretos pasan a tribunales, vía recursos de protección, orden de no innovar o algunos otros elementos que son del conocimiento de los señores parlamentarios.

Subrayo que el propósito del proyecto es proteger los derechos de los consumidores. De hecho, la iniciativa responde a una petición de los organismos de consumidores del país, presentada para resguardar sus derechos y evitar este eventual daño patrimonial que se puede producir por la no aplicación de la tarifa -inferior a la que está expirando- en el período que media entre la expiración del decreto vigente y el nuevo que entra en aplicación, una vez que Contraloría y los tribunales lo hayan revisado.

Recuerdo la preocupación de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones por solicitar una tramitación acelerada para el proyecto.

El decreto tarifario vigente para la principal empresa de telefonía local, la CTC, expira el 4 de mayo, fecha en la cual estará dictado el nuevo decreto, de acuerdo con lo que establece la ley, el cual tiene una vigencia de cinco años y afecta a una población de alrededor de tres millones de suscriptores, todo esto aparte de los impactos indirectos que pueda tener la fijación tarifaria. De allí la urgencia en despachar pronto esta iniciativa, en la eventualidad de que, una vez dictado el decreto, la dilatación de su tramitación en la Contraloría y en los tribunales pueda perjudicar a los suscriptores.

Antes de terminar, quiero hacerme cargo de algunas observaciones hechas por la CTC en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, respecto de la fecha de tramitación del decreto.

La ley establece un plazo único de 180 días, con antelación a la expiración del decreto tarifario vigente, para que la empresa objeto de tarificación entregue su propuesta. Hasta el momento, la empresa no ha dado cumplimiento a dicho plazo, pues recién el 8 de enero, la CTC entregó su estudio tarifario, incurriendo en un atraso importante. 180 días antes del vencimiento, que corresponde el 4 de mayo, la empresa, en este caso particular, debe presentar el estudio tarifario.

En ese lapso, la empresa, en conformidad con la ley, debe presentar las bases técnico-económicas a la autoridad reguladora para su análisis y posterior establecimiento definitivo de las tarifas.

Es cuanto quería señalar.

Gracias.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Enrique Van Rysselberghe.

El señor VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, sin perjuicio de estar de acuerdo con el planteamiento del Diputado señor Krauss, quiero hacer presente a la Sala que en la fijación de las tarifas telefónicas intervienen tres actores: el usuario de los servicios telefónicos, la compañía que presta el servicio y el Estado, que fija y regula las tarifas, por su característica monopólica, lo que está bien.

Dentro de este proyecto, me parece injusto que el usuario, su actor principal, pueda ver perjudicado su presupuesto -por ejemplo, la persona ordenada, que cuenta con un presupuesto para pagar las cuentas mensualmente-, porque, en el caso de que la tarifa suba, lo que es posible -a diferencia de lo que plantea la Ministra-, se le refacturará al usuario, quien no ha tenido nada que ver con la fijación de los precios ni con los atrasos de la compañía o del Estado en la fijación oportuna de las tarifas.

Por eso, pido la unanimidad de la Sala para presentar dos indicaciones al proyecto. La primera consiste en eliminar la expresión "o cargar" del inciso primero del Nº 2) del artículo único, ubicada entre las palabras "abonar" y "a la cuenta", con lo cual quedaría como sigue: "Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las empresas concesionarias deberán abonar a la cuenta...". Por consiguiente, al usuario sólo se le podrá devolver dinero, en la eventualidad de que se le haya cobrado de más.

Como esto puede provocar cierto perjuicio a la compañía, propongo agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, en este Nº 2):

"Si el atraso en la fijación produce perjuicio a la compañía que entrega el servicio, los tribunales podrán definir a quién corresponde esta responsabilidad, la que una vez definida obligará al responsable a indemnizar a la parte afectada".

Esto vendría a hacer justicia, porque el usuario carece de responsabilidad en los atrasos en la fijación de las tarifas. Por eso, pido la unanimidad de la Sala para introducir estas dos indicaciones, que no fueron presentadas en forma oportuna en la Comisión.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Encina.

El señor ENCINA.- Señor Presidente, como decía la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, el proyecto corrige un vacío de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones, en lo que se refiere a la fijación de las tarifas. Dicho vacío es provocado por distintas razones, por las cuales las nuevas tarifas no pueden entrar en vigencia.

En los servicios básicos, como los monopolios naturales, las tarifas son fijadas por ley y por un proceso tarifario que dura un determinado período. En este caso, son cinco años. Normalmente, no entran en vigor por las apelaciones a que recurren las empresas para postergar su entrada en vigencia.

En este sentido, el proyecto es equitativo, porque señala que cuando las tarifas no entran en vigencia, por razones que benefician a la empresa o al usuario, ambas partes podrán ser recompensadas. Es decir, desde el punto de vista constitucional, el proyecto es bastante razonable. Sin embargo, cabe consignar que la experiencia histórica señala que las tarifas han sido cuestionadas por las empresas; por lo tanto, los perjudicados han sido sus usuarios, debido a que en Chile y en el mundo las tarifas van a la disminución. Y como establece la ley, la rebaja de los costos de las empresas debe ser traspasada a los usuarios.

La baja se produce porque hay mayor productividad y eficiencia de las empresas y aumento del número de usuarios, lo que redunda en una rebaja de los costos, y otra serie de elementos. Incluso, diría más. En los monopolios naturales normalmente se produce el factor X -también pasa en otros países-, que consiste en traspasar cada uno o dos años, en forma automática, la mayor productividad de las empresas a los usuarios, dentro del período tarifario correspondiente.

Eso debería suceder con las empresas y monopolios naturales del país. Por desgracia, ello no pudo aprobarse en el contexto de las empresas sanitarias. Por lo tanto, estamos ante una iniciativa que va en directo beneficio de los usuarios, por lo cual su aprobación es muy importante.

En ese sentido, siempre debemos visualizar los factores que han intervenido en la fijación tarifaria de los monopolios naturales. Por ejemplo, el proceso de fijación tarifaria de 1993-1994 fue objetado por la CTC, lo que impidió durante varios meses el traspaso de la baja de las tarifas a los usuarios.

En este contexto, el proyecto, para corregir el error de la ley general de Telecomunicaciones, entrega un instrumento a la Subsecretaría del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a fin de que, de una u otra forma, cuando se produzca retraso en la aplicación del proceso tarifario, las nuevas tarifas sean traspasadas a los usuarios.

Por estas razones, que compartimos los usuarios, quienes aspiramos, incluso, a contar con una Defensoría Nacional del Usuario respecto de los monopolios naturales, la bancada del Partido Socialista apoyará el proyecto tal como fue enviado por el Ejecutivo.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Luis Pareto.

El señor PARETO.- Señor Presidente, el Ejecutivo se ha retrasado en enviar este proyecto, que es interesante y sensible, ya que las tarifas telefónicas, por lo menos, afectan a alrededor de tres millones de usuarios.

En la práctica, nos hemos visto obligados a aprobarlo frente a la emergencia, pues el 4 de mayo próximo vence el plazo para su fijación. Como se sabe, recién , ha presentado la solicitud del caso el 8 de enero.

¿Qué acordamos en la comisión? Conocer en detalle los factores que influyen en la fijación de las tarifas, no sólo a través del Diario Oficial o la prensa, ya que ellas afectan a millones de usuarios. 

¿Saben los señores diputados cuánto se cobra al año por concepto de costo fijo?: ciento cincuenta mil millones de pesos, según informaciones entregadas por los propios funcionarios que asistieron a la comisión en representación de las compañías telefónicas. 

Sobre 320 millones de dólares paga el usuario en gasto fijo, que las empresas debieran absorber por la vía de la venta de su servicio. Sin embargo, hay confusión para explicar cómo se gastan. En el fondo, según la conclusión a que llegamos, son utilidades netas disfrazadas. 

A la persona que representó a la subsecretaria, porque ella no asistió a la última Comisión, le dijimos que queremos saber la relación que hay entre la fijación de tarifas y el gasto fijo.

Innumerables veces, el costo fijo supera los dos o tres mil pesos del consumo y alcanza hasta los seis mil pesos, en especial en los sectores populares. De hecho, es un gasto que afecta a los usuarios.

Por lo tanto, pido encarecidamente a la subsecretaria de Telecomunicaciones que envíe los antecedentes sobre estas materias.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado don Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, en primer lugar, para los efectos de la historia de la ley, debo corregir al Diputado señor Pareto. 

El gasto fijo está en la estructura de costo de toda empresa. En consecuencia, él no debió referirse al cargo fijo, que no se menciona en las ideas matrices del proyecto.

En segundo lugar, el proyecto, que consta de un artículo único, viene a corregir un vacío en la ley general de Telecomunicaciones. 

En efecto, cada cinco años debe aprobarse por las autoridades de gobierno, con los estudios correspondientes, el sistema tarifario que se aplicará por parte de las empresas telefónicas. Por eso, fundamentalmente, el proyecto propende a la protección de los usuarios. 

En el ámbito de la electricidad, por ejemplo, el sistema tarifario que se aprobó fue impugnado por las empresas, lo que llevó a un proceso y los tribunales debieron fallar. Lo hicieron en favor de las autoridades de gobierno, y las empresas tuvieron que reembolsar a los usuarios los mayores precios que habían cobrado.

Como muy bien dijo el Diputado señor Encina, la tecnología y la mayor cantidad de líneas telefónicas -la expansión del servicio- han hecho que los costos se prorrateen entre mayor número de usuarios. Por lo tanto, la tendencia de las tarifas es a la baja.

Asimismo, hemos pedido a la subsecretaria de Telecomunicaciones que se estudie seriamente la estructura de costos de las tarifas, porque hay diferencia en el cargo fijo entre el servicio de una ciudad grande, con alta densidad de líneas telefónicas, y el de un pueblo o localidad, con lo que se perjudica a las familias más modestas. 

La bancada de Renovación Nacional, mediante proyectos de acuerdo, ha hecho reiteradas peticiones en este sentido. Por eso, aprovecho la presencia de la señorita Juanita Gana para solicitarle que se analice la posibilidad de igualar el cargo fijo.

Sin embargo, como debemos ser ecuánimes, la ley no puede favorecer a un sector y perjudicar a otro. Por eso, si las nuevas tarifas no entran en vigencia a partir del 4 de mayo próximo, por las razones que se contemplan -podrían posponerse por varios meses, hasta que los tribunales fallen las demandas sobre el particular-, las empresas concesionarias deberán abonar o cargar a la cuenta o factura respectiva las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las tarifas que en definitiva se establezcan.

Se ha querido asimilar el proyecto a las leyes sobre los servicios sanitario y eléctrico, pero debe reconocerse las diferencias entre ellos, bastante sustantivas.

Los servicios eléctrico y sanitario se entregan al bien raíz o a la propiedad; en cambio, la línea telefónica es un servicio que se contrata, lo cual permite al usuario renunciar y con ello dejar de ser suscriptor de la compañía de teléfono, en caso de cambiar el proceso tarifario. 

Esa naturaleza distinta de este servicio podría ocasionar problemas en el evento de que una persona haya pagado sobreprecio y no exista forma de reembolsárselo, situación que resulta muy difícil de resolver mediante una ley. La única forma consiste en reglamentar su normativa, pues así se garantiza realmente que esa persona reciba el reembolso.

Por eso, aprobaremos en general y en particular el proyecto que modifica el artículo 30 J de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones. 

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señorita Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, quiero manifestar mi satisfacción por la discusión de este proyecto, que tiende a cumplir con un principio básico de equidad.

Hoy hablamos de las telecomunicaciones; pero, en general, en nuestro país, los usuarios tienen la sensación de que no hay transparencia en las cuentas que mes a mes llegan a sus casas y de que no han recibido un trato muy equitativo. Tienen una nebulosa, una falta de claridad respecto de qué están pagando.

En el caso particular de las telecomunicaciones, el hecho de que las tarifas, por negligencia o por distintos factores, entren en vigencia con posterioridad al plazo establecido, significa a los usuarios seguir pagando tarifas tal vez más elevadas de las que realmente corresponden. En definitiva, nadie da cuenta de esa situación y nadie reembolsa al usuario lo que ha pagado de más.

El proyecto corrige esta anomalía al establecer que cuando se produce una prórroga automática o se excede el plazo para la entrada en vigencia de nuevas tarifas, acordes con la realidad, los usuarios que han pagado en exceso tienen derecho a un reembolso. 

En mi opinión, lo positivo de este proyecto debe ir acompañado de una buena difusión. Muchas veces, como ahora, las leyes otorgan derechos; pero si la gente no es bien informada, quedan en el papel y finalmente nadie hace uso de ellos. En general, el espíritu del legislador es que las autoridades manejen las tarifas con transparencia. 

Esta situación ha sido equiparada a la de las empresas sanitarias y eléctricas, en las cuales, muchas veces, las tarifas están muy por sobre lo que verdaderamente la gente debe pagar.

Por las razones señaladas, anuncio mi voto a favor del proyecto. Asimismo, solicito que se haga una buena difusión de este nuevo derecho que tendrán los usuarios de solicitar reembolsos en caso de que las tarifas que entran en vigor sean inferiores a las que ya estaban en vigencia.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, hace algunos años, en este Congreso se suscitó una larga discusión en relación con el proyecto de reforma a la ley general de Telecomunicaciones, Nº 18.168, que culminó con la llamada Ley III A.

Dice el refrán que "después de la discusión nace la luz". Lo recuerdo porque esta ley trajo como resultado que el millón de usuarios del servicio telefónico -más o menos- existente al 10 de marzo de 1994, aumentara a tres millones en cuatro años y nueve meses, según informó la Ministra Subrogante de Telecomunicaciones. 

Lo anterior porque, en mi opinión, una de las mejores leyes que se han dictado fue ese proyecto que se transformó en cuerpo legal al publicarse en el Diario Oficial. Significó beneficios para los usuarios y, al final, en esa guerra de las tarifas, la competencia posibilitó que los chilenos tuvieran diferentes opciones y bajara el costo de algo tan elemental como el teléfono. Y no sólo domiciliario, sino también de los negocios, empresas o instituciones. 

Hago un reconocimiento especial a los dos gobiernos de la Concertación porque tuvieron la decisión política de enfrentar modificaciones a esta ley -que data de 1982-, pues no estaba ajustada al avance científico y a la tecnología de punta en el campo de las telecomunicaciones.

Fuimos el primer país latinoamericano que colocó en vigencia el multicarrier, que sólo significó beneficios para los chilenos. Hoy, nuevamente nos vemos abocados a una modificación de la ley Nº 18.168, en el tema de las tarifas. Creo que el proyecto es lógico, conveniente y cuida el bolsillo de los usuarios.

Me parece muy positivo que mediante este proyecto -firmado no sólo por el Presidente de la República, sino también por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, y de Transportes y Telecomunicaciones en conjunto- se llenen los vacíos existentes en un cuerpo legal que regla la materia desde hace más de 16 años.

En su exposición en la comisión técnica que tuvo a su cargo el estudio de la iniciativa, tanto el Ministro como la Subsecretaria fueron claros y precisos al señalar que ella se debe a la inexistencia de una solución normativa que impida el daño patrimonial que podría producirse por la no entrada en vigencia de las nuevas tarifas en la oportunidad dispuesta por la ley Nº 18.168.

La ley en referencia dispone que el nivel y el mecanismo de indexación de las tarifas de los servicios sujetos a fijación tarifaria serán fijados por la autoridad, cada cinco años.

No obstante esa regulación, puede ocurrir que las nuevas tarifas no sean fijadas dentro del plazo establecido en el artículo 30 I. Incluso, la Ministra Subrogante de Transportes y Telecomunicaciones expresó hace un rato que no se está cumpliendo parte de esa situación. 

El procedimiento se inicia con una proposición de tarifas formulada por la empresa concesionaria respectiva a los mencionados ministerios, antes de los ciento ochenta días previos -plazo actual, 4 de mayo- al vencimiento del quinquenio respectivo. Sin embargo, es bueno dejar claramente establecido en la historia fidedigna de lo que va a ser este cuerpo legal, que dicho plazo no se cumplió, y sólo se presentó el 8 de enero de 1999, lo que significará un retroceso en el procedimiento. Los únicos perjudicados por el no cumplimiento de esa medida serán los usuarios. Por eso, en este proyecto se plantean mecanismos para abordar las situaciones que se produzcan en caso de que suceda algo así, que puede ser lógico en un proceso de competencia. Repito, los perjudicados van a ser los tres millones de chilenos abonados a todo lo que es el sistema telefónico en nuestro país. Por eso, me preocupa mucho que los plazos no se cumplan.

Sin embargo, quiero resaltar que no es culpa de las autoridades de Gobierno el que estos plazos no se cumplan. Además, en esta iniciativa se previenen dos situaciones: que las tarifas definitivas de los servicios afectos a regulación no sean propuestas por la empresa concesionaria respectiva a la autoridad antes del término del quinquenio, por la razón que fuere, que en este caso puede ser imputable a la empresa, a la autoridad o por causa de fuerza mayor, o que, aun cuando las tarifas se dicten dentro del plazo legal, reclamaciones judiciales suspendan su aplicación efectiva, hasta que dichas reclamaciones sean resueltas.

Con esto, puede ocurrir que si las tarifas bajan, las empresas, mediante recursos judiciales, traten de mantener las tarifas actuales durante el mayor tiempo posible. Además, si las tarifas se elevan, las asociaciones de usuarios, también por la vía judicial, pueden tratar de obtener su no aplicación.

En consecuencia, votaré favorablemente este proyecto, porque está en el camino correcto, ayuda a los chilenos y le da transparencia a todo el sector de telecomunicaciones.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Alvarado.

El señor ALVARADO.- Señor Presidente, este proyecto es de gran utilidad práctica, ya que, en la actualidad, al vencerse el período inicial de fijación de tarifas, en caso de que las nuevas tarifas sean más bajas, el usuario no tiene ninguna posibilidad de ser debidamente recompensado; y, al revés, con tarifas más altas las empresas pueden resarcir un eventual daño patrimonial.

Sin lugar a dudas, esto es de absoluta lógica y equidad, ya que cobra especial importancia el concepto de provisionales que toman estas tarifas, mientras rige el nuevo período y el efecto retroactivo. 

De no existir dicha norma puede darse el caso de que, en el transcurso de los cinco años, una empresa puede advertir que la evolución de su estructura de costos va a ser más baja e injustificadamente o a propósito, demorar la entrega de los antecedentes para iniciar un nuevo período de fijación de tarifas, puesto que eso le va a significar una utilidad adicional durante el período de espera.

Esta iniciativa evita que se den estos hechos y, lo que es más importante, hace que cualquiera de las dos partes involucradas, el usuario o la empresa en cuestión, traten de evitar la puesta en vigencia de las nuevas políticas tarifarias por la vía judicial que, como todos sabemos, es lenta, engorrosa y, de alguna manera, persigue como único objetivo ganar tiempo y así obtener mayores beneficios económicos.

Por lo tanto, estoy absolutamente de acuerdo con este proyecto. Además, viene a equiparar las normas vigentes para el sector eléctrico y para las empresas sanitarias. Y si de alguna otra forma existen atrasos -como se ha señalado en esta Sala-, por parte de algunas empresas en el inicio de los procesos, es su responsabilidad, y el día de mañana no tiene por qué asumirlas el usuario. Además, ello no puede significar un obstáculo para la aprobación o para la puesta en marcha de esta iniciativa.

En definitiva, considero que se trata de una norma justa, equitativa, y que fundamentalmente va, en mayor proporción, en beneficio de los usuarios del sistema, porque de todos es sabido que los avances de la tecnología, el conocimiento adquirido por las empresas, la modernización de los equipos y la mayor productividad al interior de las compañías, hacen que a lo largo del tiempo los costos sean decrecientes. Por tanto, estimo que el gran beneficiado será el usuario, el consumidor final. En esa perspectiva, anuncio mi voto favorable a este proyecto.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente)._ Tiene la palabra el Diputado señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me alegro de la oportunidad de este proyecto, porque de alguna manera previene una situación que puede ocurrir a futuro. 

Recuerdo la discusión de un proyecto similar, relativo a las eléctricas. Se presentó a este Parlamento cuando el problema ya se había producido, es decir, cuando se había impugnado ante los tribunales de justicia el decreto tarifario, y era muy difícil volver atrás.

Una de las grandes cualidades que debe tener una autoridad es la de colocarse ante los distintos escenarios posibles. En este caso -así como muchas veces hemos criticado a las autoridades- quiero felicitarla, porque ha presentado un proyecto de ley con antelación, para precaver una situación futura.

Por qué señalo esto. Si uno leyera con detención la ley de Telecomunicaciones, cualquier persona podría llegar a la conclusión de que el proceso tarifario termina con el respectivo decreto, de acuerdo al procedimiento establecido en la propia ley. Pero en la práctica no es así. Eventualmente, una fijación tarifaria puede terminar en los tribunales de justicia, y son éstos los que en definitiva terminan decretando las tarifas y las impugnaciones en los fallos respectivos.

Eso fue lo que ocurrió con motivo de la situación que se presentó con las eléctricas, en que el tema de la fijación tarifaria terminó en los tribunales de justicia. Ahí existía un vacío legal. Ésa fue la gran discusión que hubo en esa época.

Quienes creen que el proceso de fijación tarifaria termina en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, están equivocados, porque, en definitiva, puede terminar en los tribunales de justicia, a través de un procedimiento bastante largo.

Por lo tanto, más allá de aclarar una situación relacionada con las telecomunicaciones en una ley especial, desde mi punto de vista, en nuestro país debería existir una ley general que estableciera que todos los servicios sujetos a fijación de tarifas deberían tener un procedimiento de estas características cuando se impugne un decreto tarifario ante los tribunales de justicia. 

Tal como lo señalaron otros parlamentarios, yo también voy a aprobar este proyecto de ley porque, sin duda, beneficia al consumidor, al precaver una situación que se puede presentar a futuro. A mí me cuesta creer que el día de mañana una empresa impugne un decreto tarifario porque incrementa las tarifas; por lo general, las impugnaciones se producen cuando se determina una rebaja, hecho que afecta a los usuarios. Con esta iniciativa se aclara el tema y, por lo tanto, creo que es muy pertinente y oportuno. Ojalá se tramite a la brevedad posible, para despejar del horizonte este problema y evitar que las empresas concesionarias sujetas a fijación de tarifas muchas veces dilaten los procesos o recurran a "excepciones dilatorias" ante los tribunales de justicia para prolongar una negociación innecesaria, afectando con ello a los usuarios. Esta situación se clarifica especialmente respecto de éstos, y espero que para cualquier otro servicio que en el futuro esté sujeto a fijación tarifaria se dicte una ley de similares características.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable Diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, estimados colegas, considero que la modificación del artículo 30 J de la ley general de Telecomunicaciones es el inicio de un proceso de regulación de las tarifas telefónicas en nuestro país.

También concuerdo con los discursos anteriores, en cuanto a que la modificación que se introduce a dicho artículo no hace otra cosa que beneficiar al 70 por ciento de la población. Si bien es cierto -lo he escuchado aquí- que son 3 millones los chilenos suscritos, no lo es menos que en una familia no paga solamente el suscriptor, sino que todos sus miembros. De manera que cuando hablamos de 2 y medio millones o de 3 millones, debemos multiplicarlos por tres, lo que equivale al 70 ó 75 por ciento de la población que se beneficia con este proyecto.

No cabe duda -tal como lo señaló el Diputado señor Orpis- que esta modificación se está llevando a cabo antes de que expire el plazo de fijación de tarifas telefónicas del próximo quinquenio.

Es cierto que hay innumerables factores que inciden en esta iniciativa, por lo que lo menos que debemos hacer es defender los intereses de los usuarios, que representan la mayoría de los chilenos. 

La iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Obras Públicas, que presido, y me felicito de que también haya recibido un amplio respaldo en la Sala. Espero que tenga el mismo apoyo en el Senado, a pesar de que, en determinado momento, fui partidario de la propuesta formulada por el Diputado señor Krauss; sin embargo, tenemos que pensar en los usuarios.

Por lo tanto, estoy de acuerdo en aprobar el proyecto tal como lo propone la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.

He dicho. 

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable Diputado señor Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, hace algunos instantes, el Diputado señor Van Rysselberghe se refirió a la necesidad de proteger y cautelar al usuario y no quedarse sólo en declaraciones. En tal sentido, dicho diputado y quien habla solicitamos la unanimidad de la Sala, con el objeto de incorporar dos indicaciones que consideramos fundamentales.

¿A qué se refieren dichas indicaciones? Básicamente, a que cuando se produzca una diferencia entre lo efectivamente facturado y la nueva tarifa, ésta no signifique un cargo para el cliente, porque no es materia de su responsabilidad. 

Por esa razón pedimos la unanimidad de la Sala y la comprensión de la señorita Subsecretaria de Telecomunicaciones, porque creemos que hay una mejor solución. Como lo señaló el Diputado señor Orpis en su reciente intervención, si existe la posibilidad de que el asunto llegue a los tribunales de justicia, creemos que más que una posibilidad debe ser una certeza. 

En consecuencia, proponemos eliminar en el primero de los nuevos incisos que se agregan al artículo 30 J los vocablos "o cargar", y agregar un nuevo inciso que establezca que si alguna empresa o compañía considera que tiene pérdidas de las cuales puede ser responsable la propia empresa o, eventualmente, la autoridad, que sean los tribunales los que determinen dicha responsabilidad y a quién se efectuará el cargo. Creemos que en esto no puede ser este tercer integrante -es decir, el usuario- el que tenga que "pagar el pato de la boda" en una materia en que no tiene arte ni parte.

Por lo tanto, es indispensable que, si vamos a cautelar los derechos de los usuarios, lo hagamos de verdad y no permitamos que quede afecto al pago de este diferencial; por el contrario, debemos eliminar el cargo y si hay un abono, debe recibirlo el cliente, porque éste siempre está pagando lo que dispone la autoridad o la compañía. 

En tal sentido, le pedimos a la señorita Subsecretaria que estudie la posibilidad de incorporar estas indicaciones porque mejoran sustancialmente este proyecto que consideramos importante, en la medida en que tienda a cautelar los derechos del usuario.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable Diputado señor Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, quiero referirme brevemente al tema planteado por el colega Ulloa.

En efecto, este proyecto de ley viene a resolver un vacío existente en la actual normativa que, en términos generales, tiende a defender al usuario, tal como ha quedado claro de las exposiciones que hemos tenido la oportunidad de escuchar esta mañana. 

Sin embargo, ante un eventual retraso en el proceso de fijación de tarifas, el proyecto en discusión se coloca en dos hipótesis: que la nueva tarifa sea menor a la vigente, en cuyo caso el diferencial debe abonarse a la cuenta del usuario, o que la nueva tarifa sea más alta que la vigente, caso en el cual la iniciativa señala que habría que cargar a la cuenta del usuario el diferencial correspondiente. Es decir, el usuario estaría pagando con efecto retroactivo una tarifa mayor, sin tener responsabilidad alguna en el proceso de fijación de tarifas, porque en éste participa una empresa o un conjunto de empresas y una institución reguladora del Estado. En esta hipótesis, ésta es una violación de los derechos del usuario, quien tiene derecho a reclamar sobre un alza de tarifas aplicada en forma retroactiva, cuando la ley es clara en señalar que hay plazos, tiempos y situaciones en las cuales esas tarifas debieron haberse señalado en forma oportuna, sin necesidad de que ningún usuario tuviera que verse enfrentado a cobros retroactivos. 

De manera que la indicación de los Diputados señores Van Rysselbergue y Ulloa -quienes, no obstante ser de la UDI, pueden tener, en este caso, la razón- es una iniciativa que es loable apoyar. 

Con la autorización de nuestros colegas, hemos firmado la indicación, y compartimos la solicitud de pedir la unanimidad a la Sala para, eventualmente, votarla y corregir esta disposición.

Desde el punto de vista estricto de los procesos, sería, además de una defensa escrita de los derechos de los usuarios, una medida que tendería a corregir las anomalías producidas con la demora en la entrada en vigencia de estas tarifas, porque sería incentivar a que las empresas y el organismo regulador del Gobierno realizaran el proceso que la ley les obliga en los respectivos tiempos y no aplicar tarifas con efectos retroactivos.

De modo que los diputados socialistas concurriremos a apoyar la indicación y pedimos, por su intermedio, que solicite la venia de la Sala para que se vote en los términos indicados.

He dicho. 

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Maximiano Errázuriz. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, quiero manifestar mi total apoyo al proyecto de ley que viene a hacer justicia a una situación que se estaba produciendo desde algún tiempo, en perjuicio de los usuarios, de los abonados a los teléfonos, en especial de la gente de menores recursos.

Me explico. Normalmente, cada fijación -tarifaria que se hace cada cinco años-, por el desarrollo de la tecnología, es lógico que tenga valores inferiores al período anterior. Entonces, ¿cómo logran las empresas telefónicas prorrogar las tarifas del quinquenio anterior, que son más altas que las del siguiente? Lo hacen a través de reclamos a los tribunales de justicia. En la última fijación tarifaria, reclamaron algunas empresas. En el caso de las eléctricas, reclamaron dos, y esto es similar a lo que podría ocurrir con los teléfonos, para prorrogar la entrada en vigencia de las nuevas tarifas, lo cual, indudablemente, perjudica a los usuarios.

Aquí se dice que si las nuevas tarifas son más altas, los usuarios tendrán que pagar con efecto retroactivo, pero, en la práctica, siempre serán más bajas.

Por eso estimo que el proyecto es extraordinariamente beneficioso para los consumidores. Sin embargo, también me habría gustado que, en algún momento, se estudiara una sanción, una modificación, una norma, que defendiera a los usuarios de los teléfonos respecto de llamadas no hechas, y que aparecen en el computador de las empresas telefónicas. Cuando el usuario va y le dice a la empresa telefónica: "No he hecho este llamado por teléfono", la empresa le contesta: "Lo siento mucho. Aquí está el llamado que usted hizo".

Quiero leer una carta que dirigí al diario "La Tercera", aparecida hoy, martes 12 de enero, que en su parte pertinente dice:

"Nancy Fica Oñate, de Puente Alto, propietaria de un teléfono que siempre mantiene con candado digital, el miércoles 9 de noviembre, aproximadamente a las 14.20 horas, sacó el candado para que su hija hablara. Pero, ¡sorpresa! El teléfono estaba ocupado. Alguien estaba hablando. Su marido corrió a la caja telefónica, a pocos metros de la casa, y descubrió a un funcionario de la CTC hablando tranquilamente por su línea. Se sorprendió al ver al dueño de casa. El vehículo en que andaba el funcionario es de CTC, patente NL-2103.

"El dueño de casa llamó al 800-200-800 para reclamar. Fue atendido por la operadora María Teresa.

"El 27 de noviembre se hizo el reclamo directamente a CTC, empresa que se comprometió a enviar un funcionario para revisar la línea, pues desde hacía tiempo había un aumento importante de llamadas.

"Denuncio estos hechos porque CTC siempre dice que en su computador están las pruebas de los llamados efectuados por el abonado y que contra esa prueba no hay nada que hacer. ¡Aquí estamos en presencia de un delito!, ¿qué dice CTC?, ¿qué les va a decir ahora a los abonados que denuncien llamados que no han hecho?, ¿qué medidas tomó CTC en este caso?".

Creo que el proyecto de ley, evidentemente, contribuye a hacer justicia a los consumidores y, especialmente, a los abonados. Hoy, el teléfono es un instrumento de trabajo, pero también creo que es necesario tomar medidas para proteger a los consumidores frente a muchos abusos que cometen las empresas telefónicas, cobrándoles llamados que no han hecho, que aparecen en los computadores de dichas empresas, cuando todos sabemos que no es así, y en esta carta a "La Tercera" está la prueba palpable. Es una prueba -es difícil, a veces, configurar las pruebas- de cómo funcionarios de las empresas telefónicas o terceras personas utilizan la línea de un abonado sin que él lo sepa para hacer llamados a larga distancia, que, luego, aparecen en la computadora de las compañías de teléfonos y deben ser pagados por los usuarios. 

Eso constituye un grave abuso al que, en definitiva, termina respondiendo la gente de menores recursos, la que menos puede defenderse.

Por este motivo, apoyaré este proyecto de ley, entusiastamente, para evitar que en el futuro las empresas telefónicas se aprovechen de evitar la entrada en vigencia de una tarifa más baja, reclamando ante los tribunales de justicia; pero también para reglamentar en otros abusos que cometen las empresas telefónicas frente a personas de escasos recursos, que difícilmente pueden defenderse.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Jaime Rocha. 

El señor ROCHA.- Señor Presidente, me alegro de que, frente a este debate, la Cámara de Diputados revele este grado de acuerdo o unanimidad, que, por lo demás, se ha visto permanentemente cada vez que ha sido preciso estudiar, resolver y legislar proyectos de este tipo.

Desde el primer proyecto de telecomunicaciones, que tuvimos ocasión de tratar en el primer período del Parlamento democrático, siempre los altos intereses del país primaron sobre consideraciones político-partidistas, lo cual permitió elaborar un texto que es orgullo del país, que ha sido tomado como modelo por muchos otros países del mundo y que ha permitido el gran desarrollo de las telecomunicaciones en Chile.

Naturalmente, en un proceso como el que estamos viviendo, tan dinámico, en el que se está innovando cada día, se producen vacíos, quedan materias que no han sido debidamente estudiadas, lo que permite que sucedan situaciones como las que se pretenden corregir a través del proyecto.

Este proyecto va directamente en beneficio de los usuarios. Por esa razón, lo apoyaremos con entusiasmo.

Quiero decir, además -en lo relativo a las unanimidades que se han producido sobre la materia-, que la indicación presentada por el Diputado señor Van Rysselberghe también merece ser aprobada unánimemente por la Corporación, razón por la cual procederé a suscribirla.

En consecuencia, anuncio los votos favorables de los diputados del Partido Radical Social Demócrata y, además, solicito que la Sala se pronuncie de inmediato respecto de la procedencia de la indicación, de manera que la votemos y despachemos el proyecto en esta sesión.

He dicho.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de ley que modifica el artículo 30 J de la ley Nº 18.168, de 1982, general de Telecomunicaciones.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados.

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para tratar las dos indicaciones que han llegado a la Mesa.

No hay acuerdo.

Recabo por segunda vez la unanimidad de la Sala para conocer y votar dichas indicaciones.

No hay acuerdo.

Por lo tanto, de acuerdo con el Reglamento, queda aprobada la iniciativa en particular.

Despachado el proyecto.

FOMENTO DEL RIEGO Y DE LA PRODUCCIÓN AGRÍCOLA. Primer trámite constitucional.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley relativo a la vigencia de la ley sobre fomento al riego, integración del Consejo de la Comisión Nacional de Riego y otras materias.

Diputado informante de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca es el señor Acuña, y de la de Hacienda, el señor Jaramillo.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2266-01, sesión 18ª, en 17 de noviembre de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informes de las Comisiones de Agricultura y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 3 y 4, de esta sesión.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Agricultura.

El señor ACUÑA.- Señor Presidente, paso a informar el proyecto remitido por su Excelencia el Vicepresidente de la República, con fecha 17 de noviembre de 1998, relativo a la vigencia de la ley sobre fomento del riego, integración del Consejo de la Comisión Nacional de Riego y otras materias.

Durante su estudio, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Agricultura, señor Carlos Mladinic; del asesor legislativo de ese ministerio, don Mauricio Zelada, y de la asesora del Ministerio de Hacienda, señora Catalina Bau.

También expusieron sus puntos de vista los representantes de la Junta de Vigilancia del río Elqui, de la Asociación de Canalistas del Embalse Recoleta, de Ovalle; de la Sociedad Nacional de Agricultura, de la Confederación Nacional de Cooperativas Campesinas, y del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile.

La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa es la de promover la mayor productividad de la tierra, como, asimismo, asegurar el adecuado funcionamiento de los mecanismos vigentes en materia de estabilización de precios para determinados productos. El proyecto da estricto cumplimiento al compromiso asumido por el Supremo Gobierno con el Congreso Nacional en los protocolos de entendimiento de fechas 18 de agosto y 16 de septiembre de 1998, con ocasión de la tramitación legislativa del proyecto que rebajó los aranceles, actual ley Nº 19.589.

Objetivos del proyecto.

En primer lugar, la Comisión Nacional de Riego es un servicio de derecho público, con personalidad jurídica, cuya finalidad es asegurar el incremento y mejoramiento de la superficie regada del país. De acuerdo con su ley orgánica, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 7, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, este servicio se relaciona con el Supremo Gobierno a través de la mencionada Secretaría de Estado. La Comisión está compuesta por un consejo, integrado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo preside, el Ministro de Hacienda, el Ministro de Obras Públicas, el Ministro de Agricultura y el Ministro de Planificación y Cooperación.

La iniciativa cambia la relación institucional de la Comisión Nacional de Riego con el Supremo Gobierno, en el sentido de que ésta, en lugar de efectuarse por intermedio del Ministerio de Economía, en lo sucesivo se hará por conducto del Ministerio de Agricultura. Este cambio de relación institucional se funda en la circunstancia de que las funciones que de acuerdo con la ley cumple esa Comisión, están directamente relacionadas con el ámbito de acción del Ministerio de Agricultura. Como consecuencia de lo anterior, el proyecto radica, además, la presidencia del Consejo de la Comisión Nacional de Riego en el Ministro de Agricultura, sin alterar la estructura orgánica ni las funciones de la misma.

El segundo tema de la iniciativa dice relación con la ley Nº 18.450, sobre fomento del riego y del drenaje que, desde 1986 hasta la fecha, ha significado poner en riego o mejorar el mismo en 608.800 hectáreas, beneficiando a 53.277 productores, mediante 113 concursos. La demanda de bonificaciones es creciente y, a pesar de que los fondos presupuestarios destinados al pago de las mismas se han incrementado sustancialmente, ellos no alcanzan a satisfacer los requerimientos de los agricultores. Sin embargo, la ley estableció un plazo de catorce años para la vigencia de los beneficios, el que vence el 1 de enero del año 2000.

El tercer aspecto dice relación con los programas que en la actualidad se desarrollan para la recuperación de suelos degradados, los que han permitido, desde 1996 a la fecha, la recuperación de más de 400 mil hectáreas de suelos de uso agropecuario, favoreciendo aproximadamente a 46 mil productores. Esta recuperación es un imperativo medioambiental indispensable para incorporar nuevas tierras en la actividad productiva y lograr una producción sustentable en el sector agropecuario.

Mediante la iniciativa se delega en el Presidente de la República la facultad de dictar decretos con fuerza de ley, a fin de establecer un sistema de incentivos para la recuperación de suelos degradados. Dichos incentivos consistirán en una bonificación estatal a los costos netos de las prácticas de recuperación de suelos, por un período de diez años. Serán otorgados directamente por el Indap, tratándose de pequeños productores agrícolas, y por el Servicio Agrícola y Ganadero, mediante un sistema de concursos, para los demás productores.

El cuarto y último aspecto del proyecto dice relación con el artículo 12 de la ley Nº 18.525, que estableció un régimen de derechos y rebajas para la importación de trigo, semillas de oleaginosas, aceites vegetales comestibles y azúcar, con el objeto de asegurar un margen razonable de fluctuación de los precios internos de tales productos, en relación con los precios internacionales de los mismos. Por su parte, la ley Nº 19.193 incorporó en el sistema de bandas de precios a la harina de trigo, al hacerle aplicables los mismos derechos y rebajas establecidos para el trigo, multiplicados por el factor 1.41. Este régimen se estableció por un lapso de tres años, el que debió extinguirse el 16 de enero de 1996. La ley Nº 19.446 amplió el plazo de aplicación de esta banda en tres años más, a contar de la fecha indicada, estatuyéndose que el factor de multiplicación de los derechos y rebajas establecidos para el trigo sería de 1.56 para la harina de trigo. Este último plazo vence el 16 de enero de 1999.

El proyecto mantiene en forma indefinida el actual régimen de derechos y rebajas que se aplica a la importación de harina de trigo, en igualdad de condiciones con los demás productos agrícolas sujetos al sistema de bandas de precios establecido en la ley Nº 18.525.

Señor Presidente, estimo necesario dar a conocer un protocolo de acuerdo suscrito el 22 de diciembre de 1998, por nuestra Comisión de Agricultura y el Ministro del ramo, con el objeto de clarificar algunas materias, que dice:

"1º Aprobar en forma inmediata -y así lo hemos hecho- el proyecto de ley referido sometido a consideración de esta honorable Comisión;

"2º Iniciar el estudio de la ley 18.450 y su reglamento, para efectos de establecer las correcciones necesarias.

"3º Las modificaciones que se estudiarán tendrán como marco básico el que se trata de un instrumento para el fomento productivo; que debe estar orientado a los medianos y pequeños productores; que deberá tener las flexibilidades necesarias para la consecución de sus objetivos; y que se contemplarán mayores instancias de descentralización;

"4º El estudio de las modificaciones se hará por un grupo de trabajo constituido por autoridades de gobierno y parlamentarios y tendrá como base de trabajo las consideraciones señaladas en el punto anterior y el documento de evaluación de la aplicación de la ley 18.450, y

"5º El plazo que tendrá el grupo de trabajo para emitir su propuesta de modificación será de cuatro meses, contados a partir del 1 de enero del presente año".

Señor Presidente, sometido a votación, la Comisión de Agricultura aprobó en forma unánime el proyecto. Por ello, este diputado informante recomienda a la honorable Sala proceder de igual forma, habida consideración de que en las actuales condiciones de sequía y de problemas que enfrenta nuestro país en vastas zonas, se hace necesario que iniciativas de esta naturaleza sean aprobadas a la brevedad.

He dicho.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley relativo a la vigencia de la ley sobre fomento al riego, integración del consejo de la Comisión Nacional de Riego y otras materias.

La iniciativa se originó en un mensaje de su Excelencia el Presidente de la República.

Ideas centrales.

De acuerdo con los términos del mensaje, el proyecto busca promover la mayor productividad de la tierra agrícola, como asimismo asegurar el adecuado funcionamiento de los mecanismos vigentes en materia de estabilización de precios para determinados productos.

El informe financiero remitido por la Dirección de Presupuestos señala que la iniciativa no representa costos adicionales, por cuanto los incentivos propuestos se imputarán a los recursos que consultan anualmente los presupuestos del Instituto de Desarrollo Agropecuario y del Servicio Agrícola y Ganadero.

De acuerdo al informe emitido por la Comisión técnica de Agricultura, Silvicultura y Pesca, son de competencia de la Comisión de Hacienda los artículos 2º y 3º del proyecto.

Sin embargo, a sugerencia de su Presidente, Diputado señor Andrés Palma, la Comisión estimó que, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, también le correspondía conocer el artículo 4º, por cuanto la modificación que éste introduce al artículo único de la ley Nº 19.446, que aplica por un período de tres años el sistema de fijación de derechos y rebajas para la harina de trigo, da un carácter permanente a un subsidio que sólo debería persistir hasta el 16 de enero en curso, lo que necesariamente debería tener incidencia en materia financiera y presupuestaria del Estado.

Durante la discusión en particular de las disposiciones de competencia de la Comisión, se llegó a los siguientes acuerdos:

El artículo 2º prorroga hasta el 1 de enero del 2010 el plazo de vigencia de la ley Nº 18.450, que establece disposiciones y crea incentivos para fomentar la inversión privada en obras de riego y drenaje en predios agrícolas.

El Presidente de la Comisión hizo presente que esta disposición formaba parte de los compromisos contraídos por el Ejecutivo en los Protocolos de Entendimiento sobre rebajas arancelarias de 18 de agosto y 16 de septiembre de 1998 y que, tal como lo señalaba el mensaje, la aplicación de la ley Nº 18.450 había significado poner bajo riego o mejorar el regadío de más de 600 mil hectáreas, beneficiando a 53.277 productores. Asimismo, a pesar del aumento significativo de los fondos presupuestarios destinados al pago de las bonificaciones, no se alcanzaba a satisfacer el total de las demandas, por lo que en atención a la necesidad de fortalecer y modernizar la agricultura, la prórroga del beneficio se justificaba plenamente.

El diputado que informa pidió dejar constancia de que, no obstante compartir totalmente la disposición por lo beneficiosa que resultaba para el sector, no podía dejar de considerar el contraste existente entre lo generoso de los presupuestos para obras de regadío y la situación casi de subsistencia que afecta fundamentalmente a los pequeños y medianos agricultores de zonas que, probablemente, nunca se beneficiarán con obras de riego, como es el caso del secano costero y precordillerano, y que requerirán de medios para implementar planes de fomento ovino, caprino o bovino.

Cerrado el debate, la disposición se aprobó por unanimidad en iguales términos.

El artículo 3º delega facultades extraordinarias al Presidente de la República para que dicte decretos con fuerza de ley destinados a establecer incentivos para la recuperación de suelos degradados e imponga sanciones para quienes no cumplan con los planes de manejo o reciban indebidamente los beneficios.

El Presidente de la Comisión explicó los fundamentos de esta delegación, señalando que ella se enmarcaba igualmente en los Protocolos de Entendimiento entre el Ejecutivo y el Congreso, y buscaba consagrar en la ley las disposiciones contenidas en los programas sobre praderas y suelos degradados autorizados por la ley de Presupuestos. La duración del sistema de incentivos sería de 10 años, adquiriendo así un carácter de permanencia de que carece actualmente.

El diputado que habla, no obstante coincidir con la disposición, estimó poco adecuada la referencia que hace el inciso segundo a las personas como beneficiarias de los incentivos. Al respecto, sostuvo que lo lógico debió haber sido, siguiendo el ejemplo neozelandés, referir el subsidio al suelo agrícola y no al productor, por cuanto muchas veces éstos no están al día en el pago de las contribuciones territoriales o no tienen sus títulos de dominio en regla, circunstancias todas que les impiden concursar.

En el caso de la X Región de Los Lagos, de 55 mil pequeños agricultores, sólo 10 mil están organizados.

Cerrado el debate, se aprobó por unanimidad la disposición en iguales términos.

La norma del artículo 4º modifica el artículo único de la ley Nº 19.446 para suprimir la frase "por un período de tres años".

La Comisión, junto con reivindicar su competencia para conocer de este artículo en los términos señalados en el capítulo III del informe, se manifestó conforme con la idea de dar permanencia a la protección arancelaria que, en relación al precio del trigo, se otorga a la harina.

De conformidad con lo señalado, la Comisión aprobó los artículos 2º, 3º y 4º, de su competencia, en los mismos términos propuestos por la Comisión técnica.

Acuerdo adoptado en la sesión del 6 de enero pasado, con la asistencia de los señores Diputados Andrés Palma (Presidente), Julio Dittborn, Pablo Galilea, José García, Enrique Jaramillo, Pablo Lorenzini y José Miguel Ortiz.

Es cuanto puedo informar.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Hernández.

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, para quienes formamos parte de la Comisión de Agricultura y representamos, a su vez, sectores rurales, el proyecto tiene una vital importancia. De ahí que hayamos promovido su pronto despacho.

También es bueno destacar que lo que en este proyecto de ley se consigna está establecido en los Protocolos de Entendimiento que firmáramos con el Ejecutivo con ocasión del proyecto de ley de rebaja de aranceles.

De tal manera que nuestra recomendación es aprobar el proyecto de ley y despacharlo a la brevedad.

No obstante, es conveniente hacer un par de consideraciones. Valorar el protocolo firmado con el Presidente de la República para modificar, derechamente, la ley de fomento al riego, que ha servido al sector agrícola, pero que requiere de reformas para permitir que quienes hasta el momento no han podido participar de sus beneficios de buena forma, ahora sí lo hagan. Me refiero concretamente a privilegiar que los recursos se distribuyan por regiones para financiar proyectos que nos parecen de vital importancia, para resolver en el más corto plazo el problema de la infraestructura de riego predial en muchas zonas de nuestro país.

Otra materia que quiero destacar se relaciona con el programa de fertilización de suelos degradados que se ha venido implementando desde hace algunos años.

En ese sentido, deseo recomendar que en los decretos supremos que se dictarán al efecto se consideren los planteamientos de los sectores gremiales representativos de diversas instancias de agricultores, en cuanto a ir perfeccionando este instrumento que, sin lugar a dudas, hasta el día de hoy ha sido muy positivo, pero existe la posibilidad de que, con modificaciones a su actual estructura, otros agricultores puedan acceder con facilidad a este beneficio del Estado.

Reitero, aprobaremos el proyecto por la importancia que reviste para el sector agrícola fundamentalmente y, además, para cumplir con un compromiso contraído con entidades gremiales en la discusión del proyecto de rebajas de aranceles, contenido en un protocolo de acuerdo en el cual se consignó la tramitación de este proyecto de ley.

He dicho.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Edmundo Villouta.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, mi bancada votará favorablemente este proyecto que beneficia a la agricultura de nuestro país y que, además, cumple con acuerdos tomados entre parlamentarios, empresarios agrícolas y el Ministerio de Agricultura.

Sin embargo, como parlamentario de la Novena Región, quiero solicitar que la distribución de estas bonificaciones sea más ecuánime con esa región, dado que hasta el momento, según informaciones de que dispongo, un gran porcentaje de los fondos aprobados en 1998 ha ido a las regiones Tercera, Cuarta, Metropolitana, Quinta, Sexta y parte de la Séptima, dejando muy poco para la Novena, lo que significa que muchos proyectos han quedado sin financiamiento. Entre los años 1995 y 1998 se presentaron 171, y en este momento los que esperan financiamiento serían 119, o sea, sólo hay un 30 por ciento de proyectos aprobados.

Por otra parte, se pidió al Ministerio de Agricultura la posibilidad de cumplir el compromiso de subir de 10 a 15 por ciento el porcentaje mínimo de fósforo para postular a la bonificación; sin embargo, todavía no hay seguridad de ello. Por lo tanto, sería conveniente que al dictarse el reglamento se considerara esta petición de los agricultores.

También existía el compromiso de no exigir fertilización completa para obtener la bonificación del fósforo o de la encaladura sobre la base de que el subsidio estatal tiene debida justificación sólo en la medida en que esté destinado a reponer una desventaja natural de los suelos volcánicos, pero en ningún caso a ser un subsidio a la producción.

Por otra parte, el SAG está llamando a un curso de entrenamiento obligatorio para operadores que dictaría el Inia en La Platina. Los empresarios agrícolas no entienden por qué la asistencia debe ser obligatoria y cancelarse al Inia, en circunstancias de que en 1998 los operadores lo hacían bien; por lo tanto, espero que el señor Ministro nos dé alguna información al respecto.

Debo hacer resaltar que el proyecto prorroga el plazo de vigencia de la ley Nº 18.450, que fija normas y establece incentivos para el fomento al riego hasta el 1 de enero del 2010. Mediante dicha normativa han sido favorecidos más de 46 mil productores agrícolas y, por supuesto, se ha generado una gran cantidad de empleos.

Además, se amplía el plazo de la banda de precios del trigo y otros productos agrícolas, con lo cual se protege a la agricultura y esperamos que se produzcan los efectos que este proyecto pretende.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Por lo que resta del tiempo, tiene la palabra el Diputado señor Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, esta iniciativa tiene origen, como los señores diputados recordarán, en el proyecto de ley de rebaja de aranceles y en el protocolo de entendimiento acordado en el honorable Senado, con el objeto de incorporar algunos elementos de protección, especialmente para el sector agrícola, en virtud de lo que la rebaja de aranceles iba a significar.

Además de esta iniciativa que prorroga la vigencia de la ley sobre fomento del riego y modifica la relación institucional de la Comisión Nacional de Riego y radica su presidencia en el Ministro de Agricultura, en los próximos días trataremos el proyecto de ley de salvaguardias, que se verá hoy en la Comisión de Agricultura y que ya fue aprobado por la de Economía, que forman un todo colectivo de lo que fue este protocolo suscrito, con el fin de "paliar" los efectos negativos que la rebaja de aranceles pudiese tener sobre algunos sectores sensibles de nuestra economía, especialmente el agrícola.

Sin duda, lo más sustancial es la prórroga de la vigencia por diez años de la ley Nº 18.450, de fomento e inversión en riego y drenaje de los predios agrícolas.

Creo importante para todos y para los señores diputados entender por qué estamos prorrogando y también evaluar lo que ha significado la ley de fomento del riego en el desarrollo económico del país.

Su objetivo original hace diez años fue incorporar superficies de secano al riego, asegurar el riego en zonas con déficit, habilitar suelos con mal drenaje y tecnificar el riego.

Esto es importante en un país como Chile, en que el agua disponible es solamente de un 3 por ciento del total de agua dulce, y de ese 3 por ciento sólo el 1 por ciento es superficialmente utilizable, puesto que el resto es agua subterránea o de los hielos y glaciares que se llevan el 99 por ciento de la disponibilidad de agua.

Para ilustrar a los señores diputados, un ejemplo. En Estados Unidos, la mayor eficiencia en el uso del agua de riego ha mejorado en 11 por ciento en los últimos cinco años, y, desde luego, la mejor disponibilidad y eficiencia también varían según el sistema de riego que se utiliza. El riego por goteo tiene un 95 por ciento de buen uso respecto del riego por tendido, en que sólo se aprovecha un 30 por ciento.

¿Qué ha significado para nuestra agricultura esta bonificación a quienes hagan obras de riego? Poner en riego 608.000 hectáreas, lo que ha beneficiado a 53.277 productores. Ha habido 132 concursos y 7.600 proyectos, de los cuales se han seleccionado 3.600 durante estos diez años, con una bonificación del orden de los 170 millones y un aporte privado de 150 millones de dólares, que representa el 40 por ciento de lo invertido.

De manera que este instrumento de bonificación y subsidio creado durante el gobierno de las Fuerzas Armadas hace diez años...

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Un minuto, señor diputado.

El señor MELERO.- ...como una forma de incentivar al desarrollo de la agricultura, diez años después vuelve a tener no solamente vigencia, sino mayor importancia.

Un tema de discusión en la Comisión, que sería bueno dejarlo establecido en el debate aprovechando que está el señor ministro en la Sala, es que, a pesar de los beneficios que ha tenido, no debemos prorrogar la bonificación en los mismos términos, pues hay elementos que, a nuestro juicio, son susceptibles de mejorar. Informes que tuvimos a la vista en la Comisión señalan claramente que algunos de estos problemas básicos radican en que la ley no implica un fomento real para el usuario o beneficiario con posibilidades de acceder a dicha normativa, que ya está decidido a efectuar una inversión en riego y postular a la eventualidad de obtener un subsidio. También existen algunos problemas con los medianos y pequeños productores, que, muchas veces, no están en condiciones de asumir los altos costos de participación en las licitaciones.

Creo que debemos aprobar el proyecto en estudio, pero debe haber un compromiso explícito del Ejecutivo, en el sentido de entrar al fondo de la ley de riego para corregir aquellas distorsiones o elementos que están impidiendo que el riego llegue a muchos pequeños y medianos productores, que son los que más lo necesitan. También el Ejecutivo debe estudiar la posibilidad de ampliar la ley de fomento de riego a obras mayores, a las concesiones de las grandes obras que hoy, en época de sequía, más que nunca cobran vigencia.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acuerdo de los Comités respecto del proyecto fue que todas las bancadas tengan la posibilidad de intervenir, a lo menos, cinco minutos. 

Como ha terminado la prórroga del tiempo de discusión, restan solamente las intervenciones del Partido Socialista, de Renovación Nacional, del PPD y del Partido Radical.

En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, votaremos a favor el proyecto en debate, que cambia la dependencia de la Comisión Nacional de Riego, define una presidencia concordante con ese cambio, dejándola en manos del Ministerio de Agricultura, y prorroga por un plazo de diez años la vigencia de la ley Nº l8.450, tal como se solicitó cuando se aprobó la ley sobre rebaja de aranceles, lo que fue aceptado por el Gobierno.

Sin perjuicio de lo anterior, quiero plantear a la Oposición la necesidad de ser consistente cuando se habla de una iniciativa tan importante como la que estamos analizando, porque en los últimos años ha quedado detenido en el Senado el proyecto sobre modificaciones al Código de Aguas. Si no avanzamos en los cambios a dicho Código, seguiremos defendiendo la perversión que significa especular con un recurso escaso. Si no hay agua disponible, en particular para cumplir la finalidad implícita en la prórroga de la ley, es decir, mejorar los sistemas de riego e incorporar mayor superficie a riego, tal normativa no servirá de nada. En el norte se pueden ejecutar grandes obras de riego, pero si algunos pocos siguen teniendo capacidad de especular con el agua, de nada servirá invertir en esas obras. Si no logramos controlar el conflicto de intereses que hay entre las empresas eléctricas y mineras por un lado, y la agricultura y el consumo humano por otro, la ley quedará debilitada, en particular para el desarrollo de la infraestructura de riego.

Por ende, pido que tal como todos concurrimos a respaldar la prórroga de la ley de fomento de riego, que ha sido un instrumento tan importante en estos años, seamos consecuentes con el complemento necesario, la reforma al Código de Aguas, para poner fin a la especulación de unos pocos, en especial de empresas eléctricas y mineras que restringen e incluso dañan el desarrollo de la agricultura.

Además, si bien por premura hemos debido aceptar el artículo 3º en la forma propuesta, queremos plantear que no nos gusta facultar a la autoridad central para priorizar los recursos destinados a dicha finalidad. Hubiésemos preferido una legislación más detallada, como se hizo en el decreto ley Nº 701, para asegurar que quede establecido en la ley el privilegio en favor de los pequeños agricultores. No nos gusta esta modalidad como fórmula ideal, y pedimos que el Ministro de Agricultura estudie la posibilidad de enviar un proyecto complementario, una vez que esté garantizada la prórroga de la ley, para especificar cómo se privilegiará a los pequeños y medianos agricultores en el mejor uso del recurso. Entiendo que se trata de una aspiración de todos quienes representamos zonas agrícolas y no sólo de la Concertación.

He dicho. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Mario Bertolino.

El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, el proyecto en estudio viene a satisfacer una necesidad muy importante del sector agrícola. Para nadie es un misterio que a fines de l999 vencía la vigencia de la ley Nº 18.450. Dadas las circunstancias por las que está atravesando la agricultura -incluso la zona centrosur está siendo afectada por la sequía-, y la competencia que habrá a futuro con la incorporación al Mercosur y la aprobación de una serie de otros convenios, es fundamental aplicar tecnología para que todos los agricultores, cualquiera sea el tamaño de su explotación, puedan competir. Para nadie es un misterio que la agricultura es la actividad productiva con mayor efecto multiplicador. En nuestro país casi cuatro millones de habitantes viven y dependen de esta actividad. Por lo tanto, Renovación Nacional se siente satisfecha con la presentación del proyecto destinado a prorrogar el beneficio que, creemos, ha sido uno de los que mejor resultado ha dado, tanto por su focalización como por su efecto multiplicador.

Seguramente, hay muchos factores por mejorar, lo que se planteó tanto por las personas que asistieron a la Comisión como por algunos parlamentarios, en especial por los que vivimos en zonas áridas, como las Regiones Tercera y Cuarta, porque los parámetros que hoy se presentan no dan la posibilidad de que esas regiones puedan acceder en igualdad de oportunidades que las otras. En todo caso, se trata de detalles que pueden mejorarse. Al respecto, el señor Ministro firmó un protocolo en el cual está dispuesto, en los cuatro primeros meses del año, a revisar todas esas situaciones con el fin de que el beneficio llegue en mejor forma y de manera directa a quienes más lo necesitan.

Creemos que la aprobación de esta iniciativa implica un logro. Además, siento una gran satisfacción, pues fue el primer proyecto de acuerdo que presenté este año, cuando me incorporé a la Cámara de Diputados, porque considero que la agricultura tiene un solo destino si queremos mantener a la gente trabajando: tecnificar y educar. Con el proyecto en estudio, damos forma a esos objetivos.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el tiempo del Comité del PPD, tiene la palabra la Diputada señora Adriana Muñoz.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, es lamentable que un proyecto de tanta relevancia para miles de pequeños y medianos agricultores se esté debatiendo con cierta ligereza y extrema rapidez en esta Sala.

Como dijeron los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, por cierto que se trata de un instrumento de gran éxito y necesidad, sobre todo hoy, en que muchas regiones están afectadas por situaciones de sequía y de retraso en su producción agrícola. 

La bancada del Partido por la Democracia apoyará la prórroga de este instrumento por diez años, a fin de que se modifique la situación actual con rapidez.

Sin embargo, por su intermedio, quiero hacer una consulta al señor Ministro: ¿Cuál es la fundamentación para el cambio de dependencia de la Comisión Nacional de Riego desde el Ministerio de Economía al de Agricultura?

Como señaló el Diputado señor Bertolino, creo necesario hacer modificaciones a este instrumento en aquellos aspectos que no funcionan o en cuya aplicación se han notado deficiencias, que son muy mínimas, pues es un instrumento muy exitoso. Cuando algo funciona bien, no entiendo por qué cambiarlo. Me refiero a la autonomía y la flexibilidad que ha tenido la Comisión Nacional de Riego en su capacidad de operación y de trabajo para impulsar este instrumento que, con recursos tan importantes, va en ayuda de los pequeños y medianos agricultores.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, como relator de la Comisión de Hacienda, dije que no podía dejar de compartir lo beneficioso que resultaba el proyecto, pero, una vez más, debo manifestar algo sobre lo que la agricultura del sur de Chile representa en el concierto nacional.

No entiendo el hecho de que nuevamente el país haya sido centralizado en el norte grande, en el norte chico y en el pequeño sur. Luchamos por la descentralización, y cuando se trata de algo tan nuestro como el hábitat de cada habitante del país en una situación de tal envergadura como es el mundo en que vivimos, no se llama a intervenir a las instituciones del sur de Chile.

En la Comisión de Agricultura hemos visto organizaciones agrícolas, como la SNA, la Confederación Nacional de Cooperativas, el Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile, que corresponden al centro, al norte grande y al norte chico, pero las pertenecientes al sur austral han estado ausentes. Hago un llamado de atención sobre este hecho, porque los proyectos de ley son para beneficiar a todo el país.

Teniendo en cuenta que el señor Ministro de Agricultura está presente, pido que los sureños también seamos escuchados.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el tiempo del Partido Radical, tiene la palabra el Diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, en este momento, la ley de fomento al riego y drenaje goza de gran prestigio a nivel nacional. Hemos visto cómo los pequeños y medianos agricultores que no contaban con este vital elemento han ido cambiando su estilo de trabajo y los cultivos en sus predios, con lo cual han mejorado sus ingresos.

Dicha ley tiene especial importancia en las regiones del sur de Chile, donde habitualmente hay cultivos tradicionales que no tienen gran rentabilidad. Es indudable que al regar los suelos tenemos la posibilidad de diversificar los cultivos y, por cierto, de mejorar los ingresos de los pequeños y medianos campesinos, que no son los más altos.

La evaluación de la Comisión Nacional de Riego ha sido bastante buena, tiene una óptima calificación, goza de gran prestigio y es de esperar que siga operando de la misma manera.

La prórroga de esta ley por diez años da esperanzas a muchos pequeños y medianos agricultores, los que harán un esfuerzo para regar sus predios, incorporar nuevos cultivos y mejorar sus condiciones de vida. Es indudable que un suelo de secano no ofrece ninguna posibilidad en nuestras regiones sureñas; sin embargo, cuando tenemos la capacidad de regarlo, hay un sinnúmero de opciones que antes no estaban vigentes.

Por consiguiente, estimamos de la más alta importancia la prórroga de la ley de riego y drenaje, por lo que los diputados radicales estamos dispuestos a votarla favorablemente, porque es altamente beneficiosa para los pequeños y medianos agricultores.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra, hasta por dos minutos y medio, el Diputado señor Rocha.

El señor ROCHA.- Señor Presidente, quiero ratificar las expresiones del honorable Diputado señor José Pérez, pero, al mismo tiempo, hacer una observación en relación con el artículo 2º del proyecto, que fija normas y establece incentivos para el fomento de inversión privada en obras de riego y drenaje de predios agrícolas.

Cuando un comunero mapuche se presenta a un concurso establecido en la ley, se le exigen requisitos de propiedad que no está en condiciones de acreditar por la misma conformación de la familia mapuche. Por esta razón, muchas comunidades de la provincia de Arauco no han podido acogerse a los beneficios de esta ley. 

En esta brevísima intervención, pido al Ministro de Agricultura, de quien dependerá la Comisión de Riego, que disponga un estudio que permita que a las comunidades mapuches no se les hagan las mismas exigencias que a los agricultores que sí pueden acreditar todos los requisitos que señala la ley. De lo contrario, un sector importante del país quedará al margen de los beneficios.

Asimismo solicito al señor Ministro la realización de un estudio que permita establecer por qué razón sectores importantes de la provincia de Arauco, que represento en la Cámara, no están en condiciones de acceder a los beneficios de la ley que estamos prorrogando.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro de Agricultura, señor Carlos Mladinic.

El señor MLADINIC (Ministro de Agricultura).- Señor Presidente, en primer lugar, el proyecto responde estrictamente a los dos tipos de compromisos que el Ejecutivo asumió a raíz del proyecto de rebaja arancelaria: la promulgación de la ley de Presupuestos y la destinación de nuevos recursos para el fomento y desarrollo de la pequeña y mediana empresa, así como también para el fomento agrícola. Esto fue discutido intensamente durante el debate de la ley de Presupuestos, y el Ejecutivo cumplió esos compromisos enviando un proyecto que otorga los recursos anunciados.

Sin embargo, en esa discusión también se decidió enviar algunas materias de ley para ser discutidas en el Parlamento, las cuales tienen que ver con el contenido de este proyecto.

Además, en ese debate y protocolo se acordó la prórroga y la permanencia del sistema de bandas de precio. Como bien lo dijo el Diputado señor Hernández al informar sobre el proyecto, se trata de dejar vigentes y en forma permanente las bandas de precio para la harina de trigo. De ahí la importancia de la aprobación de la iniciativa, porque esa banda vence la próxima semana.

Respecto de la ley de riego, en ese protocolo el Ejecutivo y los parlamentarios acordaron prorrogar su vigencia por diez años. Eso es lo que se está haciendo en el proyecto.

Respecto de la consulta de la Diputada señora Adriana Muñoz sobre el cambio de dependencia, se debe a las razones que se indican en el informe de la Comisión de Agricultura y que también han sido señaladas por otros parlamentarios, cual es que esta ley está íntimamente ligada al desarrollo de la agricultura.

La modificación es para discutir en el futuro los presupuestos de la Comisión de Riego y de la ley de fomento del riego en la Comisión de Agricultura, lo que no sucede en la actualidad, porque el debate se hace en la Comisión de Economía. No existen cambios en la composición e integración de la Comisión; tampoco los hay respecto de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, que mantiene la misma planta y presupuesto. Sólo se modifica la presidencia del Consejo de la Comisión, el cual quedará conformado por los mismos ministros que lo integran actualmente. Esto permitirá que la discusión presupuestaria del riego se realice en el futuro donde corresponde, a nuestro juicio, en la Comisión de Agricultura. Así, el Ministerio de Agricultura podrá realizar un seguimiento más directo de las funciones de esta Comisión, sin perjuicio de que las decisiones sigan adoptándose en una Comisión integrada por varios ministros, porque, obviamente, es un tema que corresponde a varios ministerios.

Respecto del artículo 3º, debo señalar que este proyecto de ley da estricto cumplimiento al compromiso asumido por el Supremo Gobierno con el Congreso Nacional en los protocolos firmados a raíz de la rebaja arancelaria, entre otros, el establecimiento del programa de recuperación de suelos degradados, el cual quedara a cargo del Ministerio de Agricultura. En consecuencia, se autoriza al Presidente de la República para dictar una o más normas con fuerza de ley, a fin de incorporar en ellas todo lo que en la actualidad está contenido en los decretos supremos que permiten la implementación de dicho programa.

En cuanto a algunas consultas específicas que formuló el Diputado señor Villouta sobre el programa de suelos, puedo informarle que en el nuevo reglamento, que se promulgará la próxima semana, ha sido recogida la inquietud de aumentar a l5 partes de fósforo por millón. Además, se permitirá una mayor flexibilización en el uso del programa.

En el tema del riego, quiero dar a conocer que existe total disposición del Ejecutivo y del Ministerio que dirijo para discutir con el Parlamento la ley de riego y la posibilidad de mejorar su aplicación, para lo cual estamos dispuestos a realizar las modificaciones legales y reglamentarias que fueren necesarias.

Nuestra decisión es dar un fuerte impulso a los programas de riego, porque consideramos fundamental tener una agricultura más estable y desarrollada en el futuro, lo que resulta muy claro en virtud de la cantidad de años secos que está viviendo el país.

En definitiva, con este proyecto, el Ejecutivo está dando cumplimiento a un acuerdo de protocolo que firmó con los parlamentarios, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados.

Con la misma fuerza, cumpliremos otro protocolo que hemos firmado en la Comisión de Agricultura, en el cual nos comprometemos a iniciar una discusión en el Parlamento respecto de quiénes deben ser los beneficiarios de la ley de riego, quiénes deberían estar involucrados en ella y, por cierto, aumentar la participación de las regiones que en el pasado no han sido favorecidas por esta normativa.

Por su intermedio, señor Presidente, aprovecho la oportunidad para hacer la siguiente rectificación al Diputado señor Villouta: de los 18 concursos que se han realizado en el marco de la ley de riego, seis están focalizados exclusivamente en el sur; dos, en el norte, y el resto son de ámbito nacional, pero, como es obvio, pueden ser ocupados por las regiones del sur.

Respecto de lo que decía el Diputado señor Rocha, hay un concurso especial para el plan Arauco, de manera que también trabajaremos por zonas.

Una permanente preocupación del Ministerio es ir descentralizando los beneficios de esta ley. Esperamos cumplir con ello en la medida en que el proyecto vaya avanzando.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Cerrado el debate.

De acuerdo con las disposiciones reglamentarias, solicito el acuerdo de la Sala para que los diputados inscritos puedan insertar sus discursos sobre esta materia.

Acordado.

-En virtud del acuerdo adoptado y del artículo 85 del Reglamento, se inserta el siguiente discurso no pronunciado en la Sala:

El señor MONGE.- Señor Presidente, las tres materias a que se refiere el proyecto que hoy nos ocupa, son de especial relevancia para las regiones agrícolas del sur del país. El cambio de dependencia de la Comisión Nacional de Riego, que pasa a ser presidida por el Ministro de Agricultura en lugar del Ministro de Economía; la prórroga de la sobretasa arancelaria de la harina de trigo en forma indefinida -que de no existir haría letra muerta la banda de trigo- y los incentivos a la recuperación de suelos a través de los cuales el Ejecutivo deberá dar cumplimiento mediante la potestad reglamentaria de los sucesivos acuerdos compensatorios convenidos en el seno del Parlamento en favor de la agricultura tradicional a raíz de los acuerdos del ingreso de Chile al Mercosur y la ley que rebajó los aranceles, son temas especialmente sensibles para las regiones agrícolas y, por tal razón, fueron aprobados en forma unánime en la Comisión de Agricultura.

No obstante las aprensiones que me merecen los "cheques en blanco" y más aún cuando la práctica ha demostrado serias deficiencias en la aplicación de la ley sobre fomento al riego y drenaje, especialmente en lo que dice relación a los proyectos de riego campesino, y que las normas sobre incentivos a la recuperación de suelos degradados también adolecen de deficiencias y vacíos que atentan contra el acceso expedito de los campesinos al beneficio, votaré favorablemente la iniciativa, ya que existe un acuerdo de palabra con el Ministro del ramo, en el sentido de introducirles una serie de modificaciones a estos programas para perfeccionarlos.

Finalmente, hago presente que las indicaciones que he presentado en la comisión, conjuntamente con el Diputado Carlos Recondo, las hemos repuesto en la Sala, por cuanto estimamos que estos programas deben aplicarse de preferencia y prioritariamente en las regiones en donde se desarrolla la llamada agricultura tradicional, esto es, desde la VI a la XI regiones, de acuerdo con los compromisos asumidos por el Ejecutivo, y que deben otorgarse a todos aquellos productores que cumplen con los requisitos exigidos, independientemente de cuántas sean sus postulaciones en el tiempo y mientras existan recursos a repartir, eliminándose la prohibición de repostular, una vez recibido un determinado monto, porque si esta situación se mantiene no estaríamos en presencia de una ley de fomento, sino que estaríamos frente a una vulgar "repartija" de efectos limitados. El ejemplo dado por Nueva Zelanda a través de planes similares en que se bonificó la aplicación de fertilizantes por largos años, debe ser seguido por el país mientras existan recursos destinados al efecto, pues constituye una medida eficiente y permitida por las normas internacionales de libre comercio para estimular la alicaída agricultura chilena.

He dicho.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde pronunciarse respecto del proyecto de ley relativo a la vigencia de la ley sobre fomento al riego, que volvería a la Comisión, porque se le han formulado indicaciones.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos: No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para tratar las dos indicaciones que se han formulado a este proyecto.

No hay acuerdo.

-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:

Al artículo 3º

1. De los señores Recondo y Monge, para intercalar los siguientes incisos tercero y cuarto:

"El Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero llamarán anualmente a concurso público, a los cuales podrán postular con sus proyectos, los potenciales beneficiarios a que se refiere el inciso anterior. La selección de los proyectos concursantes se hará determinando para cada uno de ellos un puntaje que definirá su orden de prioridad.

"Para el segundo año y así sucesivamente, se deberá incorporar como un factor para ponderar la circunstancia de ser el postulante un asignatario de la bonificación a que se refiere el inciso segundo de este artículo, siempre que hubiere cumplido con todos los requisitos establecidos.".

-o-

Artículo nuevo

2. Del señor Recondo para agregar el siguiente artículo nuevo: 

"Artículo... Los recursos financieros que se destinarán a la bonificación para la recuperación de suelos degradados, de acuerdo al artículo 3º de esta ley, deberán concentrarse en los recursos que para este efecto se convoquen en las Regiones VI, VII, VIII, IX y X.".

-o-

NORMAS ADECUATORIAS DEL SISTEMA LEGAL AL NUEVO PROCESO PENAL. Primer trámite constitucional. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de ley que establece normas adecuatorias del sistema legal chileno a los proyectos del Código Procesal Penal y de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

Se declaran aprobados, por no haber sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, con excepción de su artículo 33; 5º, 6º, 8º, 10, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 31, 32, 34, 35 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42 y 43 permanentes, y 1º, 2º, 3º y 4º transitorios.

Tampoco fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 4º, en cuanto sustituye el artículo 47 de la ley Nº 19.366; 7º, 9º, 11, 17, 18, 21, 22, 23 y 30. No obstante, estos artículos, por contener materias propias de ley orgánica constitucional, y el 33, por ser materia de quórum calificado, deben ser votados en particular.

Si le parece a la Sala podríamos practicar una sola votación de los artículos que no fueron objeto de indicaciones, pero que deben ser votados en particular por ser materia de quórum calificado.

¿Habría acuerdo?

El señor BARTOLUCCI.- ¿Me permite?

Hay una indicación también en el artículo 33.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Eso lo vamos a votar al final, ya que dice relación con el artículo 4º.

¿Habría acuerdo para aprobarlos por unanimidad?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobados en particular, dejándose constancia de que se ha reunido el quórum respecto de todos los artículos a los cuales se dio lectura.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre el artículo 4º en lo que dice relación con el artículo 33.

Solicito al Diputado señor Bartolucci señalarnos la indicación que, a su juicio, habría que renovar. Hemos revisado el informe y no la encontramos.

El señor BARTOLUCCI.- En relación con el artículo 33, contenido en el artículo 4º, la indicación, que es muy extensa, está en la página 3 del informe.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La confusión deriva de que no hay una indicación, sino que se trata de votar el artículo 33 con una indicación que fue aprobada por la Comisión, lo que habitualmente acontece; pero se vota el artículo que viene de la Comisión.

El señor BARTOLUCCI.- Con la indicación.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Se vota el artículo, señor diputado. Si tiene indicaciones o no en las Comisiones, no es tema de la Sala cuando se indica cómo se vota.

En votación el artículo 33, contenido en el artículo 4º, que propone el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado el artículo 33, incorporado en el artículo 4º, propuesto por la Comisión, dejándose constancia de todos los quórum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Despachado el proyecto de normas adecuatorias al sistema legal antes indicado.

-o-

El señor ULLOA.- Pido la palabra.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, primero, deseo pedirle excusas porque hace un instante, cuando su Señoría pidió la unanimidad de la Sala para dar lectura a una indicación al proyecto de telecomunicaciones, como consecuencia de una confusión se negó la autorización. De manera que deseo solicitar que el señor Presidente nuevamente recabe el asentimiento de la Sala para que se trate la indicación y pudiéramos eventualmente despacharla.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para reabrir el tema en dicho proyecto.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

 

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

REIMPLANTACIÓN DEL MECANISMO DE VENTAS POR MANDATO EN ARICA. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 185, de la señora González, doña Rosa, y de los señores Alessandri, Orpis, Pérez, don Víctor; Alvarado y García, don René Manuel, relativo a la reimplantación del mecanismo de las ventas por mandato.

Corresponde repetir la votación por última vez.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Por no haberse reunido el quórum, se declara rechazado el proyecto de acuerdo.

REEMPLAZO DEL DECRETO LEY Nº 899, SOBRE SUBSIDIO A LA CONTRATACIÓN DE MANO DE OBRA EN ZONAS EXTREMAS.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 186, de la señora González, doña Rosa; señores Alvarado, Pérez, don Víctor; Orpis, Alessandri y García, don René Manuel:

"Considerando:

1. Que es de público conocimiento que el Gobierno a fines del mes de septiembre de este año presentó en la ciudad de Arica una lista con 48 medidas a implementar como Fase dos del Plan Arica.

2. Que hasta el día de hoy el Gobierno aún no ha enviado a este Parlamento el proyecto de ley que consagrará la ejecución de estas medidas.

3. Que pese al esfuerzo del Gobierno por mantener un velo de secreto sobre el proyecto, éste se filtró en distintos niveles, lo que permitió conocer en detalle los temas respecto de los cuales el Gobierno desea legislar.

4. De lo anterior surgió que pese al compromiso de crear un nuevo instrumento que reemplace al D.L. 899 (Subsidio a la contratación de la mano de obra), este tema no aparece mencionado en el proyecto.

5. Que es de suma importancia que se dé cumplimiento a este tema.

Por tanto,

La honorable Cámara de Diputados sugiere la aprobación del siguiente:

Proyecto de acuerdo:

Con carácter de urgente se solicite a los Ministros del Interior y del Trabajo, señores Raúl Troncoso Castillo y Germán Molina, se sirvan enviar a esta Cámara el proyecto de ley que defina esta situación, reemplazándose el mencionado D.L. 899, bonificándose la contratación de mano de obra en zonas extremas, que cumpla con los criterios de rezago económico, y en el cual se defina su plazo, montos, tope máximo, etc., tal como el Gobierno anunció el pasado mes de septiembre".

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de acuerdo.

Tiene la palabra la Diputada señora Rosa González.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, en la sesión anterior solicité, junto con mis cinco colegas, retirar los proyectos Nºs 185 y 186, porque quedaron incluidos en el proyecto de ley que modifica la ley Arica y que estamos tratando en la Comisión de Economía.

Solicito que el proyecto de acuerdo Nº 186 sea retirado porque el Gobierno envió un proyecto de ley, específicamente para reemplazar el D.L. Nº 899, respecto de las zonas extremas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- ¿Habría acuerdo para retirarlo?

Acordado.

INFORMACIÓN SOBRE IRREGULARIDADES EN SERVICIO MUNICIPAL DE EDUCACIÓN, SERME, de ARICA.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 187, de la Diputada señora González, doña Rosa, y de los Diputados señores Pérez, don Víctor, y Orpis:

"Considerando:

1. Que, el pasado 9 de noviembre, el Director del Serme (Servicio Municipal de Educación) de Arica, don Óscar Eloy Gómez, informó una serie de irregularidades ocurridas al interior de dicho organismo al Alcalde de Arica, don Luis Iván Paredes Fierro.

2. Estas irregularidades se relacionan con obras materiales ejecutadas en distintas dependencias del Serme y de establecimientos educacionales municipales de Arica (obras contratadas bajo la forma de "Obra vendida", previa licitación pública), durante el presente año.

3. Que estos actos en sí constituyen faltas graves a los deberes de los funcionarios involucrados por la evidente falta de probidad de éstos, como también algunas de ellas, configuran delitos de falsificación de instrumento público y malversación de caudales públicos, figuras tipificadas en la normativa penal.

4. Que, al respecto, el artículo 84, Nº 3, del Código de Procedimiento Penal establece que es obligación de los empleados públicos denunciar a la justicia los crímenes o simples delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones y específicamente los que noten en la conducta ministerial de sus subalternos.

5. Que, el Alcalde de Arica ha dado inicio a un sumario administrativo en condiciones poco efectivas (desde el punto de vista del secreto que éstos deben tener).

Por tanto,

La honorable Cámara de Diputados acuerda:

Con carácter de suma urgencia se solicite al Contralor General de la República, don Arturo Aylwin Azócar, y al Alcalde de la Comuna de Arica, don Luis Paredes Fierro, que informen detalladamente a esta Cámara respecto a las graves irregularidades detectadas e informadas por el Director del Serme, don Óscar Eloy Gómez al Alcalde de Arica el pasado 9 de noviembre".

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto.

Tiene la palabra la Diputada señora Rosa González.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, el 9 de noviembre el director del Serme, Servicio Municipal de Educación, de Arica, don Óscar Eloy Gómez, informó sobre una serie de irregularidades ocurridas al interior de dicho organismo, al alcalde de Arica, don Luis Iván Paredes Fierro.

Dichas irregularidades se relacionan con obras materiales, ejecutadas en distintas dependencias del Serme y de establecimientos educacionales municipales de Arica, obras contratadas bajo la forma de "obra vendida", previa licitación pública, durante el presente año.

Los actos denunciados constituyen infracciones graves a los deberes de los funcionarios involucrados por su evidente falta de probidad. Al respecto, el artículo 84, Nº 3, del Código de Procedimiento Penal establece que es obligación de los empleados públicos denunciar a la justicia "los crímenes o simples delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y especialmente los que noten en la conducta ministerial de sus subalternos".

Por lo tanto, pido a los colegas aprobar este proyecto de acuerdo, cuyo propósito es solicitar al Contralor General de la República una respuesta sobre las denuncias que venimos formulando hace varios meses.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, aunque comparto el espíritu del proyecto de acuerdo de investigar cualquier tipo de irregularidad, debo dejar en claro que la investigación ya está en manos de la Contraloría General, pues el alcalde de Arica, que había dado inicio a un sumario dentro de la municipalidad, después pidió al órgano contralor la instrucción de un sumario administrativo con el mismo propósito.

De manera que la denuncia ya obra en manos de la Contraloría General. Por lo tanto, el proyecto de acuerdo es redundante al respecto.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos; por la negativa, 4 votos. No hubo abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Se repetirá la votación por no haberse logrado quórum.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 24 votos; por la negativa, 4 votos. No hubo abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- No hay quórum de votación.

Se va a llamar a los señores diputados durante cinco minutos.

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 4 votos. No hubo abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Por no haberse reunido quórum, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

 

 

IX. INCIDENTES

HOMENAJE A LA CIUDAD DE VALLENAR EN EL 210º ANIVERSARIO DE SU FUNDACIÓN. Oficios.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Demócrata Cristiano.

Tiene la palabra el Diputado señor Jaime Mulet.

El señor MULET (de pie).- Señor Presidente, en esta oportunidad quiero rendir homenaje a la ciudad de Vallenar, que el 5 de enero recién pasado cumplió 210 años de vida.

A fines de 1788, el jefe del entonces llamado Reino de Chile, don Ambrosio O'Higgins, visitó el norte de su extenso territorio, llevando en mente la fundación de otra ciudad entre la colonia San Bartolomé, de La Serena, y la recién fundada San Francisco de la Selva, de Copiapó.

Así fue como, el 1 de enero de 1789, el ilustre don Ambrosio, junto con su comitiva, dio término a la prolongada visita al extremo norte de su jurisdicción con la celebración del día de la Circuncisión del Señor y, tras cabalgar las casi cuarenta leguas que separan los valles, se instala en la villa Santa Rosa, que hoy corresponde a la ciudad de Freirina. Allí solicitó de inmediato los últimos antecedentes para proceder al cumplimiento de su objetivo: fundar una nueva ciudad. Aunque su información era muy completa, para decidir el lugar del nuevo asentamiento quiso escuchar a los habitantes del lugar, a fin de definir en último término.

A nueve leguas de Santa Rosa, río arriba, en las proximidades del valle, se habían descubierto años atrás prometedoras vetas de cobre y oro, explotadas por empeñosos pobladores que operaban entre la agricultura de sustento y la aleatoria minería. Tres o cuatro leguas río abajo, casi tocando el mar, se alzaba una gran tambería cristianizada, que convivía en franca armonía con los españoles, al punto de existir muchísimas familias de prósperos mestizos. Era una buena razón para solicitar la fundación de una villa en ese lugar.

Sin restar importancia a los argumentos que destacaba el sector de Huasco Bajo, dio orden de encaminarse hacia el interior del valle hasta un lugar llamado Paitanás, lugar de troncos, también de extensas tamberías, que había recibido un manifiesto y acertado ordenamiento urbano por los españoles residentes. El sitio pareció conformar los deseos del fundador: un plan amplio de tierra agrícola, junto al río, entre explanadas laterales, escalonadas hasta tres grandes terrazas aluviales y punto de partida del valle hacia la cordillera, en que se estrecha al límite de casi juntarse los cerros aledaños. 

Allá, el ingeniero Pedro Rico trazó el tablero de ajedrez tradicional, con una plaza pequeña, de cuatro bocacalles orientadas casi en el sentido de los puntos cardinales. Era el 5 de enero de 1789. 

Así nació la villa de San Ambrosio De Ballenary, hoy Vallenar, en honor de su ilustre fundador. 

Pese a las órdenes impartidas, el poblamiento de la recién fundada villa fue difícil. Pobladores de Santa Rosa debían avecindarse en San Ambrosio, pero siempre es complejo trasladar una población afinada, y el crecimiento poblacional se debió más al atractivo de las explotaciones mineras. 

Las faenas prósperas en sectores mineros a ambos costados del valle -hacia el norte y hacia el sur- despertaron la agricultura, que sale del perezoso sustento a aprovisionar los brazos mineros, que además de alimentos exigían animales y forrajes. 

Su crecimiento fue sostenido, hasta experimentar un fuerte impulso, en 1811, con el descubrimiento del yacimiento de plata de Agua Amarga. La agricultura alimentaba a los más de dos mil operarios y a los cientos de animales que exigía el transporte de minerales a las fundiciones o a los embarcaderos.

La plata extraída permitió financiar los difíciles años de la Independencia. Rubrica este extraordinario acontecimiento la creación del primer banco, hecho que se destacó en la Aurora de Chile. Nunca se ha valorado ni reconocido este aporte de la provincia de Huasco a la Independencia y, por supuesto, a la nación toda.

El quehacer de la Independencia y la consolidación de ella eclipsó el esfuerzo de los chilenos del norte chico.

Hoy, Vallenar es la capital de la provincia de Huasco. Ciudad intermedia entre Copiapó y La Serena, sus 50 mil habitantes están siempre tentados por el crecimiento de las dos capitales que los atraen. 

Siempre sostenida por la pequeña minería, en la que laboran y laboraban miles y miles de trabajadores, se ve abocada, por la crisis de esta histórica actividad, a orientar su preocupación en lo inmediato, que es la agricultura. 

Los gobiernos de don Patricio Aylwin y de don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, con sus política agrícolas y de riego, abren por ese rubro nuevos caminos para la ciudad de Vallenar. 

Soy un convencido de que el futuro de mi querida Vallenar -mi ciudad natal-, de la comuna y de la provincia, de la que es capital, debe seguir ligado también a la minería.

Demando, en medio de la grave crisis minera derivada de la baja del precio del cobre, que afecta profundamente a Vallenar, una mirada histórica, no en sentido de pasado, sino de entender que es deber del Estado tomar hoy, al igual que se hizo antaño, para el futuro, las medidas para evitar el colapso de esta actividad a raíz de una crisis transitoria, como muchas que han existido en su historia.

!Feliz aniversario, Vallenar¡ Son 210 años de existencia.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor diputado, se enviará el texto de su homenaje al alcalde y concejales de Vallenar, al gobernador y al intendente, con la adhesión de los diputados que lo indiquen. 

REFORMA DE LA JUSTICIA LABORAL. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Víctor Reyes. 

El señor REYES.- Señor Presidente, la reforma a la justicia es, sin duda, una de las iniciativas más trascendentes del gobierno del Presidente Frei, ya que aborda una de las cuestiones más sentidas de la población. 

Para su materialización, ha contado y cuenta con el amplio respaldo ciudadano y parlamentario. Prueba de ello son los diferentes proyectos referidos al sistema procesal penal despachados o que están en estudio en el Congreso, los futuros tribunales de la familia y el consenso de autoridades de gobierno, de personeros del poder judicial y de académicos para abordar también reformas sustanciales a la justicia civil. 

Sin embargo, queda por adoptar la decisión de encarar otra gran reforma: la de la justicia del trabajo, que ha sido planteada por la asociación de abogados laboralistas y demandada por los directamente interesados, que son los trabajadores y sus organizaciones representativas.

Los abogados laboralistas han expuesto, a través de sus personeros, por medio de la prensa y mediante diversos documentos, los argumentos que justifican, en su opinión, la necesidad de proceder a la reforma de la justicia laboral. 

En primer término, señalan que a pesar de que la fuerza del trabajo ha crecido, de dos millones 900 mil trabajadores, en 1970, a cinco millones 600 mil trabajadores, en 1997, la cantidad de tribunales del trabajo ha disminuido, en el mismo período, de 32, en 1971, a 20, en 1997.

En segundo término, indican que junto con disminuir la cantidad de dichos tribunales especializados, ha aumentado la de materias a cuyo conocimiento deben dedicarse, como son las causas previsionales, de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de reclamaciones sobre resoluciones de los órganos administrativos. 

En tercer lugar, manifiestan que no existe una verdadera especialización en razón de la materia, ya que mientras, en total, hay sólo 20 jueces del trabajo en algunas ciudades, en el resto del territorio las causas laborales son conocidas por la justicia común y, en segunda instancia, la especialización simplemente desaparece.

En cuarto lugar, argumentan que tampoco existe un procedimiento especial para los juicios del trabajo, pues lo que se ha hecho es adaptar el procedimiento civil, con modificaciones mínimas, y se ha mantenido la vigencia supletoria de las normas de aquél. 

El estado de crecimiento y desarrollo del país, el aumento de las fuerzas de trabajo, la necesidad de establecer mecanismos de resolución judicial de los conflictos laborales expeditos y eficientes, hacen aconsejable la existencia de una justicia laboral que cumpla con tales objetivos y que contribuya con los anhelos permanentes de paz y de justicia social que anima a nuestra sociedad. 

Por lo expuesto, solicito que, en mi nombre, se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para que, a través del ministerio del Trabajo y Previsión Social, se proceda a estudiar las reformas necesarias a la justicia laboral; se dé respuesta, de esa manera, a una demanda de profundo contenido social y se configure, en consecuencia, una justicia del trabajo acorde con los requerimientos de una sociedad moderna y que aspira a relaciones laborales más sólidas y equitativas.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, a su Excelencia el Presidente de la República.

MUROS DE CONTENCIÓN EN VIVIENDAS DEL SECTOR NORTE DE IQUIQUE. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Diputada señorita Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, quiero plantear un problema, bastante grave, que afecta a los pobladores del sector norte de Iquique. 

Como consecuencia de los esfuerzos realizados, es una ciudad pujante, que invita al turismo. Sin embargo, esconde algunos problemas que no se aprecian a simple vista. 

En particular, en el sector norte se han construido casas, por parte del ministerio de Vivienda, sobre el cerro Dragón, muy característico. Es de pura arena, muy similar a la del desierto. El problema es que no se consideró su avance.

Lo lógico hubiera sido evaluar previamente la situación y construir muros de contención para que la gente utilice normalmente sus viviendas y evitar que la arena invada gran parte de los terrenos.

Las respectivas juntas de vecinos han golpeado diferentes puertas, pero no han encontrado ayuda. Cada muro de contención vale más que la casa completa.

El error se cometió y es imposible que los habitantes de las viviendas puedan solucionarlo con sus propios recursos. 

Por esa razón, pido que se oficie al Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que provea los recursos necesarios para la construcción de estos muros de contención, dado que los habitantes del lugar no tienen posibilidad alguna de financiar obras que valen más que la casa completa.

También, al Presidente de la República para que el Intendente estudie la posibilidad de resolver el problema a través del Ministerio de Vivienda o con recursos del Fondo de Desarrollo Regional en conjunto. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría. Para mejor comprensión del tema, se adjuntará copia de su intervención.

RECHAZO A PRIVATIZACIÓN DE LA EMPRESA METROPOLITANA DE OBRAS SANITARIAS, EMOS. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el Diputado señor Pareto.

El señor PARETO.- Señor Presidente, es un hecho que el Supremo Gobierno concretará la venta de la Empresa Metropolitana de Obras Sanitarias, Emos. Sin embargo, deseo dejar un testimonio de mi oposición, clara y categórica, a la venta de un elemento tan fundamental como el agua.

En la actualidad, Emos atiende a más de cinco millones de usuarios, de los cuales un porcentaje muy alto vive en sectores populares y medios. 

Nadie se explica que se pretenda privatizar una empresa del Estado -pionera no sólo en Chile sino que también en América- que tanto en 1997 como en 1998 dejó utilidades por sobre los 80 millones de dólares, so pretexto de ejecutar obras de tratamiento de aguas servidas siendo esta empresa una de las mayores de Chile.

Cabe señalar que, actualmente, la empresa abastece más del 98 por ciento de las necesidades de agua potable y más de 99 por ciento en alcantarillado. Es decir, cumple con sus compromisos en el área de concesión.

Es altamente inconveniente vender una empresa cuyo valor supera varios miles de millones de dólares. Además, no es oportuno en estos momentos de crisis que afecta al mundo. 

Por lo tanto, pido que se envíe oficio al Ministro de Economía y Ministro Secretario General de la Presidencia, a fin de que se suspenda la venta de esta empresa.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).-Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

SOLUCIÓN INTEGRAL A PROBLEMAS PROVOCADOS POR LA SEQUÍA EN TALAGANTE Y MELIPILLA. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Jaime Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, sólo quiero hacer hincapié en un problema que afecta al país, en especial a la zona que represento en esta Cámara, las provincias de Talagante y Melipilla. Me refiero a la sequía.

Ha creado expectación en la zona el hecho de que se esté anunciando por los medios de comunicación local la posibilidad de que se repartan fardos de pasto para los animales, a fin de paliar en alguna medida los efectos de la sequía.

Noticias de esa naturaleza implican crear falsas expectativas en cuanto a la solución del problema, toda vez que en ambas provincias hay comunas absolutamente de secano, sin posibilidad alguna de acceder al agua, aparte de la que les aportan las lluvias, cuya escasez, como es sabido, ha sido dramática este año.

Por lo mismo, teniendo en cuenta los reclamos que he recibido por parte de distintos vecinos, productores, pequeños campesinos y familias del sector rural de la zona, solicito, respetuosamente, pero con mucha fuerza y vehemencia, que esta situación sea abordada integralmente por el Gobierno y por las instancias de gobierno local, los municipios.

El problema no se agota con una ayuda de fardos de pasto para los animales, sino que debe haber una política que lo aborde integral y definitivamente

Dice un viejo adagio: "No hay que dar pescado, sino enseñar a pescar." Tal vez, a partir de eso se debe solucionar la escasez de agua. Tampoco sirve llevar camiones aljibes y repartir en goteras un agua que ya es escasa, porque con ello se crean falsas expectativas, sino que se deben profundizar norias y crear pozos donde no existen.

Solicito que se oficie a los alcaldes de Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, Isla de Maipo, El Monte, Curacaví, María Pinto, San Pedro y Alhué, con el objeto de que los respectivos concejos nos hagan llegar un listado de las localidades de sus comunas afectadas por la sequía, indicándonos la cantidad de familias y el tipo de ayuda que necesitan.

Finalmente, que se oficie al Ministro de Agricultura, al Director Nacional de Indap y al Intendente de la Región Metropolitana, para que antes de quince días visiten las zonas, a fin de que arbitren las medidas tendientes a estudiar una política integral de ayuda a dichas familias. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando el texto de su intervención.

VIOLACIÓN Y HOMICIDIO DE MENOR EN SANTA CRUZ. Oficio. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra la Diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, parte de mi intervención pensaba destinarla a apoyar el discurso que iba a pronunciar el Diputado señor Arratia, parlamentario de la comuna de Santa Cruz. En todo caso, espero que mis palabras lo representen, porque quiero referirme a un hecho dramático ocurrido en dicha comuna y que ha conmovido al país. 

El asesinato alevoso, brutal, y la violación con muerte de la pequeña Camila López Galdames, de sólo diez años, ha impactado a hombres y mujeres del país. Justamente, la Cámara de Diputados recién aprobó un proyecto encaminado a impedir que queden sin castigo los delincuentes que violan a menores, especialmente, dado que éste es el crimen más alevoso que pueda sufrir una persona. A través de dicho cuerpo legal se pretende crear conciencia en aquellas personas sobre la gravedad de este delito.

A los vecinos de Santa Cruz que han pedido, con toda razón, la pena capital para este delincuente, queremos decirles que la nueva ley que se promulgará la mantiene para los casos de violación con homicidio.

Tiene razón el pueblo de Santa Cruz para estar tan conmovido. La información que me ha entregado el Diputado señor Arratia, quien ha estado presente en ese lugar, es tan dramática que sería incapaz de expresarla en palabras en esta Sala. No obstante, me hago preguntas.

¿Cómo puede ser que ese criminal, un colombiano llamado Hugo Gómez, a pesar de habérsele denegado la residencia en Chile, permaneciera todavía en el país sin que hubiera sido ubicado?

¿Cómo puede ser que un delincuente reincidente, que tenía una pena de 21 años por un anterior homicidio con violación, pueda caminar libre por el mundo?

En tanto estos delincuentes no sean detenidos, no exista en el país rehabilitación para esta conducta tan alevosa y no haya una ley que los castigue firmemente, muchos de nuestros niños serán víctimas de ellos. Es lo que los diputados tratamos de impedir mediante esa ley y lo que debemos hacer por la seguridad de nuestros niños.

En esta oportunidad, quisiera manifestar a todas las personas de la comunidad de Santa Cruz, y muy especialmente a los padres de Camila, la más amplia solidaridad de esta Cámara de Diputados, de todos los hombres y mujeres que representamos, porque nos hemos conmovido hasta el alma. Cuenten con nuestro apoyo y comprensión ante la impotencia y el dolor que han sufrido.

Sólo nos resta pedir a Dios que les dé la fuerza, especialmente a sus padres, para vivir con este dolor. Y como lo manifestaron en sus discursos de adiós a Camila, cuando la despidieron como la "santa" del pueblo de Santa Cruz, yo creo que lo único que los puede conformar es pensar que su hija, en el dolor de sus padres, está en el cielo y que va a cuidar a esa comuna y a los niños de nuestro país.

Por eso, la denominación de "santa del pueblo de Santa Cruz" es lo más merecido.

Por último, quiero señalar que es el sentir de un gran número de diputados, incluyendo al Diputado señor Arratia, el buscar caminos a fin de que el indulto presidencial no se considere en los delitos de violación con homicidio. Desgraciadamente, por una serie de razones no fue posible incluirlo en la nueva ley que modifica el Código Penal en materia de delitos de violación, aun cuando la pena capital quedó establecida para los delitos de violación con homicidio.

Por lo tanto, seguiremos haciendo esfuerzos para que en este caso específico no exista el indulto presidencial y, en lo personal, pienso que los padres de Camila y quienes han estado junto a ella no pueden pedir otra cosa que la pena de muerte para un criminal como el que hoy todo Chile repudia.

Solicito, si fuera posible, buscar la forma de hacer llegar nuestro mensaje de apoyo y solidaridad a la familia de Camila. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará su intervención, haciendo especial hincapié que es a nombre suyo y de los Diputados señores Arratia, Delmastro, Hales, García, don José; Palma, don Osvaldo; Díaz, y Diputada señora Lily Pérez.

MEDIDAS EN APOYO DE PEQUEÑOS Y MEDIANOS AGRICULTORES AFECTADOS POR LA SEQUÍA EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado don José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, la sequía ha afectado gravemente las siembras de los pequeños y medianos agricultores, especialmente de las familias minifundistas mapuches.

Sin ningún ánimo de dramatizar la cruda realidad que vivirán los próximos meses, debo señalar que las siembras de trigo, lupino, avena, porotos, lentejas, empastadas, etcétera, están irremediablemente perdidas. Ello se traducirá en falta de ingresos para las familias afectadas, para cubrir sus necesidades más básicas. Significará, para decirlo claramente, ¡hambre en el campo!

Mucho me temo que, como consecuencia de la pérdida de las siembras, muchas familias campesinas, especialmente mapuches, en el próximo mes de marzo no tendrán recursos ni siquiera para enviar sus niños al colegio.

Por lo anterior, pido que se oficie al Ministro de Agricultura, con el propósito de solicitar la condonación de las deudas de Indap, en su totalidad, para quienes resulten afectados en sus siembras por la sequía.

Quiero hacer especial hincapié en la expresión "en su totalidad", porque, muchas veces, frente a hechos de la naturaleza, asistimos a condonaciones de intereses y de multas que no solucionan el problema de fondo, ya que la deuda se mantiene, se renegocia, continúa creciendo, lo que hace que hoy los pequeños agricultores estén más pobres que nunca, como lo demuestra la encuesta de caracterización social, que señala que en el campo ha aumentado la pobreza, especialmente en la Región de La Araucanía, único caso en que, en lugar de avanzar en la lucha contra la pobreza y la indigencia, ha aumentado en términos porcentuales y absolutos el número de familias pobres y de familias en situación de indigencia.

Por lo tanto, aquí se está pidiendo la condonación de la totalidad de las deudas de Indap y no sólo sus intereses, multas y recargos por morosidad.

Del mismo modo, solicito oficiar al Ministro de Hacienda, a fin de que disponga las acciones necesarias que permitan poner en marcha programas de absorción de mano de obra a través de las municipalidades de la Novena Región, con el propósito de asegurar una fuente laboral y un ingreso mensual a todos los jefes de familia afectados por la sequía.

Para ninguno de nosotros es un misterio que los agricultores, pequeños y medianos, basan sus expectativas de ingreso en el buen resultado de sus cosechas. Cuando no hay cosechas, simplemente no hay ingresos. Cuando no hay ingresos, no hay recursos para cubrir las necesidades más fundamentales. Hay que esperar un año completo para volver a sembrar y tener mejor suerte en las cosechas. Mientras tanto, hay que vivir, hay que comer, hay que vestirse, hay que mandar los niños al colegio. ¡Con qué recursos lo podrán hacer, si no cuentan con nada!

Por ello, la solución que puede entregar el Estado es la puesta en marcha de programas de absorción de mano de obra. El Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría, tiene todas las herramientas para hacerlo. Por eso, pido que se oficie a fin de que se cumpla en esa forma.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Delmastro e Ibáñez.

INTERVENCIÓN DEL RÍO PERQUILAUQUÉN Y OTRAS FUENTES DE AGUA DEL DISTRITO 40. Oficios.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, durante esta hora de Incidentes he podido darme cuenta del dramático problema producido por efectos de la sequía.

En varias oportunidades he reiterado la situación catastrófica que vive mi zona, el distrito 40, en especial, la zona de secano, en Cauquenes.

Sin embargo, me voy a referir a algo que me tocó ver en estos días.

Al recorrer las zonas de Longaví, Retiro y Parral, donde prácticamente se produce el 50 por ciento del arroz en Chile, como una manera de prevenir, el departamento de riego de la Región autorizó sembrar un 60 por ciento del año normal.

Debido a la sequía, hoy se han cortado el río Perquilauquén, los esteros, se están haciendo algunas represas -cosa que no está bien- y, prácticamente, hay un 20 por ciento de siembra seca.

El viernes pasado traté de comunicarme con el Seremi, a fin de ver la forma de solucionar el problema de este río, que está casi seco y del cual se está robando agua. Sin embargo, me derivó al jefe que tiene que ver con la sequía en la Región, ya que, según él, sólo podría arreglarse a través de un asunto jurídico, pero ello significaba demandar a toda la gente que estaba actuando mal.

Si los pequeños y medianos agricultores que se abastecen de las aguas del río Perquilauquén o de los esteros presentan una denuncia a un juzgado, la demora es de uno o dos meses. Por lo tanto, es el momento para que el Ministerio de Obras Públicas, o quien corresponda, declare una intervención en el río Perquilauquén y en los esteros que corren de mar a cordillera en todo el distrito 40.

Después de escuchar las palabras del colega José García, puedo decir que la dramática situación que viven los habitantes de La Araucanía es la misma que están viviendo todos los agricultores de las zonas de secano. Ya dije que el problema no está por venir; la situación catastrófica ya empezó, y de aquí a mayo tendremos quiebras, demandas de los bancos, y seguramente la gente se verá afectada por remates, tal como ocurrió hace algún tiempo.

Por lo tanto, pido que se oficie nuevamente a los Ministros de Agricultura y de Obras Públicas, y al Presidente de la República, a fin de que den una pronta solución al problema, porque la situación descrita es dramática.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Ibáñez, Delmastro, Díaz y Osvaldo Palma.

DECLARACIÓN DE ZONA DE CATÁSTROFE A LA ARAUCANÍA. Oficio.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el honorable Diputado señor Eduardo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, quiero aprovechar esta oportunidad -ya que aquí se ha comentado al respecto- para recalcar la grave situación generada por la sequía que está afectando a la Región de La Araucanía, cuyo distrito 51 tengo el honor de representar. 

La particularidad y gravedad del problema se agrega al hecho de que nuestro distrito figura entre los más pobres del país y -según lo señalan las encuestas- continúa empobreciéndose en forma permanente. Por eso, la sequía adquiere mayores y más trágicas proporciones. Si, además, consideramos que la principal actividad de nuestros campesinos se está viendo afectada por una crisis que lleva, más o menos, ocho años y que no tiene que ver sólo con la sequía, sino con una crisis agraria generalizada, podremos darnos cuenta de que este último hecho -es decir, la sequía- viene a ser una lápida definitiva para miles de pequeños agricultores, de los cuales una gran mayoría son mapuches.

El problema de la sequía está siendo encarado hoy día fundamentalmente por los municipios que, por desgracia, disponen de escasos presupuestos, ante lo cual deben improvisar soluciones, más con imaginación que con recursos, porque éstos son casi inexistentes. Creo que el Gobierno central ha reaccionado en forma tardía y a medias, al declarar emergencia agrícola, medida que puede graficarse como quien le tira una soga de 50 metros a una persona que se está ahogando a 100. Es decir, se trata de una medida ineficaz.

La solución para esos miles de personas tan fuertemente golpeadas tampoco pasa por el otorgamiento de créditos, puesto que después de vivir una crisis tan prolongada no tienen capacidad alguna para responder por esos créditos; aceptarlos les significaría, de hecho, desprenderse de sus tierras y de sus escasos animales para siempre -lo único que poseen-, y después no tendrían cómo pagar los créditos que solicitaren. Esto quedó demostrado en los últimos años, cuando tuvieron que pagar con sus bienes. Al no quedarles nada, terminan por dejar el campo y emigrar a las grandes ciudades, en las cuales -como todos lo sabemos- no logran mejor calidad de vida, sino que contribuyen a aumentar los cordones marginales de pobreza urbana.

Considero que la única solución pasa por declarar a la Región de La Araucanía zona de catástrofe -pero con urgencia y no en forma tardía, como ha ocurrido con las demás medidas- como única forma de resolver, en parte, la hecatombe social que se avecina en esa región. 

El tiempo de las cosechas está cercano, pero sólo el tiempo, ya que prácticamente esta temporada la tierra no dará frutos. Dada la economía de subsistencia que caracteriza a la zona, la mayor parte de los productos es empleada por los campesinos en su alimentación, y la restante es comercializada a precios muy bajos, debido a las grandes dificultades existentes para acceder a los mercados o, simplemente, es empleada como recurso de trueque para poder aprovisionarse de los productos que no poseen.

Por lo tanto, al experimentar la peor cosecha de las últimas décadas, esos pequeños agricultores no sólo se verán enfrentados a juicios por el incumplimiento de compromisos adquiridos con anterioridad, sino que -lo que es peor-, lisa y llanamente, al hambre, puesto que, literalmente, no tendrán qué comer.

Por eso, quiero hacer un llamado a todos los parlamentarios, sin distinción de partidos, para que solicitemos la adopción de medidas de extrema urgencia como la señalada. Es necesario declarar a La Araucanía zona de catástrofe, que el Indap condone todas las deudas -tal como lo hizo la banca en el pasado- y que se suspendan las cobranzas judiciales y extrajudiciales. 

Además de la condonación de deudas, es imperioso el otorgamiento de un subsidio a la ruralidad, que permita a aquellos miles de compatriotas seguir laborando en el campo, produciendo alimentos para todos los chilenos, tal como se hace hoy en los países desarrollados. 

La zona que represento ostenta uno de los índices más altos de cesantía, especialmente juvenil, y no podemos permitir que ella siga aumentando a pasos tan rápidos. 

Por otra parte, de continuar la situación descrita, se producirá no sólo el despoblamiento de una de las más importantes regiones y el incremento de la marginalidad urbana provocada por la migración, sino que también el riesgo de ir paulatinamente perdiendo nuestras raíces y valores más importantes. La cultura chilena siempre ha sido mejor guardada en la sana vida del campo; la agricultura no es sólo una actividad económica, ella encierra también una cultura agraria, una cultura de la tierra y de la naturaleza. En definitiva, una forma de vida que tiene un importantísimo elemento espiritual que vale la pena cuidar. Chile tiene el deber de cuidar su alma y no sólo sus aspectos materiales. Es perentorio declarar a La Araucanía zona de catástrofe, pero también es urgente velar por que los recursos que se asignen por esta vía lleguen efectivamente a quienes están destinados. Si el Estado hace este esfuerzo para salvar de la ruina absoluta a miles de personas, también deberemos preocuparnos de que estos recursos no se dilapiden en ineficiencia y menos aún que se esfumen en corrupción, especialmente este año en que tenemos elecciones. 

Ha llegado la hora de que el Gobierno demuestre si tiene interés en salvar la agricultura chilena; ha llegado el momento de demostrar la importancia que tiene para nosotros la agricultura.

Por las razones expuestas, pido que se oficie al Presidente de la República -a través de los ministerios pertinentes-, con el objeto de que, haciendo uso de sus facultades constitucionales, declare a La Araucanía zona de catástrofe. La tragedia en el campo se aproxima rápidamente y la forma de enfrentarla no puede esperar más. Actuemos ahora, pues de lo contrario será demasiado tarde.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la Diputada señora Lily Pérez y de los Diputados señores Ibáñez y de quien habla.

ESTADO DE MUSEOS DE VALPARAÍSO Y VIÑA DEL MAR. Oficios.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el honorable Diputado señor Gonzalo Ibáñez.

El señor IBÁÑEZ.- Señor Presidente, uno de los principales activos que tiene la Quinta Región, en particular las ciudades de Valparaíso y Viña del Mar, está constituido por los museos y colecciones artísticas que albergan. 

En el caso de Valparaíso, el museo del Palacio Baburizza, y en el de Viña del Mar, el de la Quinta Vergara y el del Castillo Woolf. 

Por desgracia, el cuidado a que son sometidos estos museos, edificios y colecciones es precario; francamente, podemos decir que tan notables edificios y colecciones artísticas se encuentran en una situación de abandono. 

En esta oportunidad, quiero manifestar mi preocupación y protesta por la situación en que se encuentran esos bienes, y pedir que se remita oficio a los alcaldes de Valparaíso y de Viña del Mar, a fin de que informen a esta Corporación acerca del abandono de estos museos y de los planes e inversiones presupuestados para sacarlos del estado en que se encuentran.

Asimismo, pido que se remita copia de dicho oficio al Ministro de Educación, a fin de que, a través de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, informe sobre el tema en lo que le corresponda.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

ALCANCES SOBRE PROYECTO QUE CONCEDE CRÉDITOS BLANDOS A MUNICIPALIDADES PARA PAGO DE COTIZACIONES PREVISIONALES. Oficio.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- A continuación, tiene la palabra el honorable Diputado señor Julio Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, próximamente, nuestra Corporación votará un proyecto de ley que otorga créditos blandos -es decir, sin intereses- a algunos municipios del país que durante años no han pagado las imposiciones previsionales de sus trabajadores, en particular, de los profesores, que son empleados de las corporaciones de educación.

Este proyecto, de aprobarse tal como viene, me parece muy injusto, por las razones que daré a continuación.

En primer lugar, porque premia con un crédito blando a aquellos alcaldes y concejos que, por años, han burlado el pago de las cotizaciones previsionales de sus trabajadores. En cambio, la normativa es muy dura con otros deudores, con los empresarios privados, incluidos sostenedores de escuelas subvencionadas particulares, ya que contempla incluso penas privativas de libertad que pueden llegar hasta los 15 años de cárcel.

Estas diferencias de trato son tremendamente odiosas y, a mi juicio, es necesario eliminarlas.

Esta iniciativa contribuye a desdibujar aún más el concepto de igualdad ante la ley, tan importante para una república que aspira a construir una democracia justa.

En segundo lugar, los municipios deudores son pocos y, por lo tanto, en ellos se concentra el beneficio de este crédito blando, lo cual es injusto y constituye un castigo a los alcaldes y concejos que no tienen deudas previsionales, porque han respetado los derechos de sus trabajadores, aun a costa de postergar obras de bien público, muy necesarias en sus comunas.

El monto total del crédito blando, que el proyecto otorgará en caso de aprobarse, es de más 12 mil millones de pesos, alrededor de 26 millones de dólares, monto que se concentra en los municipios de Valparaíso, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué, Lota, San Miguel, La Serena, San Clemente y Quinta Normal.

Si se va a dar un beneficio a los municipios, sugiero que se les dé a todos y no sólo a aquellos que han violado los derechos de sus trabajadores, privilegiando otros gastos municipales.

En tercer lugar, esta iniciativa perpetúa una diferencia inaceptable de trato entre los municipios y los sostenedores privados de establecimientos educacionales. Efectivamente, en el futuro, si los municipios o sus corporaciones volvieran a ser deudores previsionales -cosa que es posible con este tipo de disposiciones-, con toda seguridad, proyectos como éstos se volverán a aprobar; en cambio, en su artículo 7º, el proyecto establece que si los sostenedores privados tuvieran deudas previsionales en el futuro, ellas serán descontadas automáticamente de la subvención educacional que les otorga el Ministerio de Educación.

Me parece muy bien que se obligue a todas las empresas o instituciones públicas y privadas, a pagar sus deudas previsionales. La pregunta es -y en este sentido pido que se oficie al Ministro de Educación- ¿por qué el Gobierno no se obliga a sí mismo, es decir, a las municipalidades y a sus corporaciones, a pagar también esas deudas previsionales, descontándolas de lo que el fondo común municipal les otorga a las municipalidades periódicamente? Considero que el Gobierno debería medir con el mismo metro tanto a las corporaciones municipales como a los sostenedores privados, porque es muy importante mantener el concepto de igualdad ante la ley.

Entiendo que esta iniciativa tiene por objetivo solucionar un antiguo problema que aqueja a algunos municipios que no pagaron oportunamente las imposiciones a sus trabajadores, y que privilegiaron otros gastos. Sin embargo, a mi juicio, esto no debe ser reparado en un proyecto como éste, que contiene disposiciones que violan flagrantemente el concepto de igualdad ante la ley.

He dicho. 

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

MEDIDAS DE SEGURIDAD CIUDADANA Y COMBATE A LA DELINCUENCIA. Oficios.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Hales.

El señor HALES.- Señor Presidente, valoramos las medidas de seguridad ciudadana y combate a la delincuencia anunciadas ayer por el Ministro del Interior, don Raúl Troncoso.

Tal como lo dice el propio Ministro, este tema no tiene soluciones inmediatas. Seguiremos sufriendo por la delincuencia durante un largo tiempo, porque este problema no se resuelve de un día para otro, sobre todo porque su solución requiere medidas judiciales, de gendarmería, policiales, legales -en las que estamos trabajando- y operativas. 

En ese sentido, en nombre de nuestra bancada, quiero decir que las disposiciones a las que se ha dado impulso ayer deben ser seguidas por medidas operativas de Carabineros, de manera que no se transformen en letra muerta. Se va a retirar a un conjunto de carabineros de funciones que no les corresponden. Por otra parte, se hará un reordenamiento de los turnos, lo que significará que tendremos alrededor de 5 mil a 6 mil carabineros, de aquí a un año, en trabajos operativos, y aproximadamente 12 mil, de aquí al año 2001. 

Lo que necesitamos es que Carabineros ponga en práctica un modelo operativo, para resolver, en particular, los delitos cometidos contra menores. 

En mi distrito, en Patronato, tuve la experiencia de conocer lo que sucedió con Cristina, hija de Ema Mazuela, pues se recibió la denuncia de Carabineros y no se actuó con la diligencia requerida.

En muchos casos, no hay capacidad de recursos ni de equipamiento. Sin embargo, entre las medidas anunciadas, hay de equipamiento y de reordenamiento de personal. El dato que nos entrega el general Lagos nos indica que, de la planta completa de Carabineros, 8 mil no están en función operativa: 3.900 están en medicina, religión, justicia; 1.600, en cuestiones académicas; 1.600, en alumnado; 950, en lo administrativo. Necesitamos estos recursos humanos trabajando en la persecución de la delincuencia, pero si no se responde con un modelo operacional, que indique claramente cómo se relaciona la ciudadanía con Carabineros para estos casos, cómo responde Carabineros frente a estas situaciones, tendremos buenas intenciones y no soluciones.

En los últimos días hemos sabido de más casos de agresiones a menores. Carabineros debería anunciar en los próximos días algunas medidas concretas de cómo va a utilizar este recurso humano en su gestión para combatir los delitos contra menores.

En la misma línea, deberíamos complementar lo anunciado por el Gobierno; por eso lo hacemos aquí, valorando, pero también formulando observaciones. Para completar esta iniciativa, habría que impulsar un mejor sistema de participación ciudadana. 

Hemos hecho el primer Parlamento de seguridad ciudadana en las comunas de Recoleta e Independencia; los alcaldes están interesados; han convocado a reuniones para organizarse en materia de seguridad. Hemos tenido relación con Carabineros; en particular, el alcalde de Recoleta, Ernesto Moreno, ha impulsado, con Carabineros e Investigaciones, este tipo de acciones, que es necesario que se desarrollen a lo largo de todo Chile. Éste no es un tema distrital, sino nacional. 

En términos legislativos, creemos que sería bueno agregar, a las medidas que se están impulsando, dos cuestiones: la primera, el proyecto que presentamos junto con los Diputados Krauss y Mesías, en cuanto a que Carabineros no siga dependiendo del Ministerio de Defensa, que debe preocuparse del peligro externo, sino del Ministerio del Interior, que es donde tendrá la real y más adecuada coordinación.

En segundo lugar, es fundamental que el país salga de la justicia medieval, en lo que se refiere a menores; que se termine con el discernimiento y pongamos en práctica lo que es necesario: un derecho penal de menores. En ese sentido, la Ministra de Justicia nos ha informado que existe un anteproyecto que nos gustaría que ingresara como proyecto, de manera que podamos colaborar con nuestras iniciativas. 

El caso de los menores es realmente grave. Si se revisan las estadísticas, en 1995, el 21 por ciento de los delitos de robo con violencia eran cometidos por jóvenes; en 1996, era el 26 por ciento, y en 1997, el 32 por ciento. Esta situación es extraordinariamente delicada, porque hay adultos que hacen participar a menores y, por otra parte, se produce una cierta degradación por falta de oportunidades en los jóvenes, en el sentido de que buscan este camino fácil de la delincuencia.

Además, tenemos el dato, que es real, que en la medida en que aumenta en 1 por ciento la cesantía, el delito de robo con violencia lo hace en un 4 por ciento. Esto quiere decir que debe existir una solución integral relacionada con pobreza y oportunidades, pero también, como muy bien dice el Gobierno, hay cuestiones valóricas y, por tanto, es necesario fortalecer escuela, familia, iglesia, organizaciones comunitarias y resolver esta inseguridad que nace desde la extrema pobreza. La reforma educacional será una contribución, pero hoy necesitamos acción porque en este momento la gente se está viendo afectada por estos crímenes, especialmente contra menores.

También nos parece necesario eliminar, mediante leyes, algunas de las funciones que desarrolla Carabineros, pues, de lo contrario, no vamos a lograr el objetivo. No basta con hacer la declaración; debemos actuar y, por ejemplo, suprimir la obligación de Carabineros impuesta por la ley Nº 18.356, relacionada con artes marciales. ¿Qué tiene que ver Carabineros con las escuelas de karate, con las cobranzas judiciales? Por otra parte, en los últimos días hemos sido invitados a la inauguración de la hermosa ceremonia del cambio de guardia de Carabineros, en las puertas del Congreso; al respecto, solicito que se restrinja la dotación policial en el Congreso y se destine a combatir la delincuencia. Sólo necesitamos Carabineros en ocasiones especiales y, a lo mejor, una guardia absolutamente mínima. El resto puede estar en los cerros de Valparaíso y, en caso necesario, la comisaría más cercana puede estar a disposición del Congreso. No es necesario realzar a tal extremo la presencia de Carabineros en este recinto.

En consecuencia, solicito que se envíe mi intervención al Director General de Carabineros, al Subsecretario General de Carabineros, al señor Ministro del Interior y, en particular, a los alcaldes de Recoleta e Independencia, valorando el esfuerzo que se está haciendo y expresándoles los complementos que sugerimos.

Finalizo diciendo que en las estadísticas del año anterior, en Recoleta se producían 85 violaciones anuales. Hoy, 360. Estas cifras representan situaciones dramáticas, como lo vivimos con la hija de Ema Mazuela, que terminó asesinada, en Patronato. Nos preocupa también la participación de menores en los delitos. En el caso de Cristina, fue cometido por un hombre de 15 años. No es adulto, pero tampoco un inocente. Es un tema complejo. Necesitamos un derecho penal de menores, que no los deje sin sanción, pero que tampoco los recluya en estas escuelas del delito que son las casas correccionales, así como tampoco pedimos que los juzguen mediante la ley de adultos. Finalmente, lo que hoy le sucede a un menor es que no tiene defensa, ni juicio, y queda en manos del criterio del juez de letras o, bien, si éste determina que tiene discernimiento, simplemente sentencia que lo juzguen según la ley de adultos. Injusticia para la sociedad, porque no juzgan al delincuente juvenil; injusticia para el joven, porque no lo juzgan con una ley apropiada para su edad. Es algo a lo que debe ponerse fin.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Navarro.

IRREGULARIDADES EN PERMUTAS DE ENDESA, EN RALCO. Oficios.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la ciudadanía ha sido testigo de que se ha llevado adelante el proceso de aprobación de las permutas de Ralco.

Durante mucho tiempo hemos estado denunciando que este proceso de aprobación de las permutas, después que se sacó a Huenchulaf y a Namuncura, era más o menos como los "titanes del ring", es decir, un gran tongo, donde todo el país sabe que allí se va a discutir sólo para aprobar. Tan tongo es que los consejeros indígenas se retiraron, y tenían razón para hacerlo, pues las 44 permutas que se revisaron, se aprobaron con algunas observaciones -diecinueve de ellas-, pero se aprobaron. Dos se rechazaron y la verdad es que hay ocho familias en el Alto Biobío que siguen resistiendo porque no han participado en el proceso de permuta, es decir, no han solicitado a Endesa cambiar sus tierras por otras que ésta les ofrezca. Y resulta extraño que se quiera hacer una aprobación individual de algo que es colectivo. Cuando se produzcan inundaciones en el Alto Biobío, no sólo afectarán a algunas parcelas; la capa de agua de 90 metros va a inundar todo ese valle. Es una situación extremadamente compleja y ridícula, y no se puede ser mero observador de este tongo en el cual se aprueban las permutas con consejeros que lo único que hacen es levantar su mano y votar "sí". Solidarizo con los consejeros indígenas que se retiraron de esta fantasía de democracia que existe en el consejo de la Conadi, donde efectivamente suceden cosas mucho más inexplicables que quiero denunciar.

Desde el 29 de septiembre de 1998, existe el informe técnico Nº 2, elaborado por el Seremi de Agricultura de la Octava Región, que, al parecer, ha sido absolutamente ignorado y que establece las condiciones que deben concurrir para que las parcelas ofrecidas por Endesa a los Pehuenches para su relocalización, sean unidades familiares sustentables. Dice que los lotes resultantes del proceso -es decir, El Huachi, Santa Laura y El Barco- tienen la agravante de que no alcanzan a constituir unidades productivas con capacidad de generar ingresos familiares que superen el salario mínimo o el nivel de la línea de la pobreza.

Agrega que hay otros aspectos de importancia que se estima pertinente señalar: la información proporcionada por Endesa en los estudios de suelos, según su capacidad de uso, es incompleta y no es efectivo que en el plan de relocalización se encuentre el detalle y otros antecedentes para sustentar la elaboración de un plan a nivel de parcelas o lotes. Es decir, un estudio realizado por profesionales de la Seremi de Agricultura, que son los asesores de la Conadi, ha señalado la inconveniencia y dificultades de las permutas. Pero más grave es lo que expresa respecto de los fundos El Huachi y Santa Laura. Dice que el predio El Huachi dispondría de 6.05 hectáreas de riego básico y se requieren 12 hectáreas de riego básico para que una familia campesina pueda, a lo menos, sustentarse con un ingreso mínimo mensual. En otras palabras, para cumplir con el requisito de entregar a cada unidad familiar 12 hectáreas de riego básico, el complejo predial ofertado sólo permite sustentar a 18 familias y se pretende instalar allí a 35. Y es más, en el fundo El Barco se quiere instalar a 41 familias pehuenches, en circunstancias de que el informe sostiene que allí sólo se podrían instalar 25, si se las quiere dotar de terrenos que, al menos, hagan susceptible su desarrollo económico, por cuanto cada unidad familiar tiene 7,3 hectáreas de riego básico y no las 12 necesarias. El informe es categórico y concluyente: en El Huachi y El Barco, sólo cabe el 50 por ciento de los pehuenches. Endesa ha ofrecido un fundo adicional de 90 hectáreas, cuando el informe concluye que sólo en El Huachi se requiere un aporte adicional de tierra de 686 hectáreas adicionales. Por ello, uno termina por no entender cómo estos informes del Gobierno -de mi Gobierno-, no se consideran a la hora de tomar decisiones y se ocultan.

Por ello, solicito que se oficie a Mideplan a fin de que, primero, nos informe y envíe copia del estudio de Rodrigo Valenzuela -que los consejeros no conocen- sobre la conveniencia e inconveniencia cultural de realizar las permutas. Además, que nos dé a conocer en qué fecha llegó el informe a la Conadi, cuándo les fue entregado a los consejeros indígenas y que fundamente cómo se han evaluado estos informes al interior del consejo que está aprobando las permutas.

He dicho.

El señor ACUÑA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su Señoría.

Por haberse cumplido con su objetivo, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 15.30 horas.

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

